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Gonzalo Muñoz Rodrigo

EL RÉGIMEN LEGAL DE LA COMPRAVENTA  
DE BIENES DE CONSUMO

Sommario: 1. Introducción. – 2. Características generales de la Directiva 2019/711 
y la Directiva 2019/770.  – 3.  Ámbito de aplicación de la Directiva 2019/771.  - 
3.1. Ámbito de aplicación subjetivo. - 3.2. Ámbito de aplicación objetivo. – 4. La 
falta de conformidad en la Directiva 2019/771. - 4.1. Criterios subjetivos de con-
formidad. - 4.2. Criterios objetivos de conformidad. – 5. Responsabilidad del ven-
dedor y medidas correctoras. - 5.1. Presupuestos de la responsabilidad del vende-
dor. - 5.2. Posibilidad de extender la responsabilidad a otros sujetos. - 5.3. Remedios 
ante la falta de conformidad. - 5.3.1. Remedios primarios. - 5.3.1.1. Imposibilidad 
y desproporción. - 5.3.1.2. Gratuidad de las medidas primarias. - 5.3.1.3. Trans-
curso de un plazo razonable y sin mayores inconvenientes. - 5.3.1.4. La inexigibi-
lidad de una indemnización por un uso normal. - 5.3.2. Remedios subsidiarios. - 
5.3.2.1. Resolución del contrato. - 5.3.2.2. Reducción del precio. - 5.3.3. Pretensión 
indemnizatoria. – 6. Garantía comercial.

1.  El incumplimiento del vendedor en la compraventa de bienes de 
consumo gira en torno al concepto de la falta de conformidad, el cual 
implica una superación de los clásicos dilemas que ha supuesto la inade-
cuación del objeto en el contrato de compraventa. Para empezar, la com-
praventa de bienes de consumo evita hacer una diferenciación entre la 
compraventa de cosa genérica o la compraventa de cosa específica. En 
ese sentido, la importancia que le podamos otorgar a la configuración del 
programa prestacional pasa a un segundo plano, pues las cualidades (o 
calidades) presupuestas o pactadas por las partes integrarían el contenido 
contractual. Asimismo, implica una mejora sustancial, por lo que respec-
ta a la compraventa de cosa específica, a la dicotomía existente entre el 
incumplimiento contractual y el saneamiento por vicios ocultos, puesto 
que, enlazando con lo anterior, tanto la entrega de una cosa distinta, como 
la entrega de una cosa con vicios preexistentes será considerada falta de 
conformidad ergo incumplimiento contractual1. Incluso el concepto de 

1  Véase J.R. De Verda y Beamonte, Del saneamiento por vicios ocultos al deber de confor-
midad: un examen de la cuestión en el derecho comunitario a la luz de las recientes propuestas 
de Directiva en materia de consumo, en Rev. crít. der. in., 770, 2018, p. 2935 ss., quién acerta-
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falta de conformidad resuelve los problemas armónicos que tradicional-
mente han presentado los «vicios del objeto», ya que cualquier defecto se-
ría susceptible de entrar en la categoría de falta de conformidad, por nimio 
que fuese, de la misma forma que la ausencia de cualquier funcionalidad 
que se entendiera relevante desde el punto de vista decisivo del comprador 
pertenecería a la misma categoría.

A mayor abundamiento, el nuevo concepto de la falta de conformidad 
pone en tela de juicio cuestiones como el carácter oculto que generalmente 
se ha exigido a los defectos que presentasen los bienes vendidos, unido a 
la irrelevancia del conocimiento que pudiera tener el adquirente sobre el 
estado de los mismos, así como la mejora de las reglas de la transmisión 
del riesgo, habida cuenta de que el vendedor debe proporcionar un bien 
conforme en el momento de entrega2. En definitiva, garantiza el óptimo 

damente precisa que «la obligación de saneamiento no delimita el objeto de la obligación de 
entrega». Por lo que, si el vendedor entrega el bien pactado con los defectos que preexistían 
cuando se perfeccionó el contrato habrá cumplido su obligación. Como señala el menciona-
do autor, esta tesis tiene prestigiosos defensores, véase, R. Bercovitz Rodríguez-Cano, La 
naturaleza de las acciones redhibitoria y estimatoria en la compraventa, en An. der. civ., 22, 4, 
1969, p. 777-838, A.M. Morales Moreno, El alcance protector de las acciones edilicias, ivi, 33, 
3, 1980, p. 665, y Mª.R. Llácer Matacás, El saneamiento por vicios ocultos en el Código Civil: 
su naturaleza jurídica, Barcelona, 1992, p. 157 s.

2  A.M. Morales Moreno, La modernización del derecho de obligaciones, Cizur Menor, 
2006, p. 162, confirma el mayor nivel de protección que supone el concepto de «falta de con-
formidad», pues los riesgos no se transmiten hasta el momento de la traditio. En ese sentido, E. 
Llamas Pombo, La compraventa, Madrid, 2014, p. 311 ss., expone el problema con detalle y 
analiza la evolución histórica de la concepción romanista de los riesgos. Efectivamente, señala 
que dada la naturaleza consensual de la compraventa en España que contrasta con la existente 
en otros países de nuestro entorno (en Italia y Francia la propiedad se transmite por la sola 
perfección del contrato; en Alemania rige la distinción entre celebración y traditio, pero el 
riesgo se transmite con la entrega de la cosa); la propia tradición histórica y la interferencia de 
ciertas normas del Código Civil se debe llegar a esa conclusión. Tal y como está configurada la 
compraventa en nuestro país, se parte de la idea que el vendedor cumple poniendo a disposición 
del comprador la cosa comprada, por lo que, aunque el comprador aún no la tenga en su poder 
se transmiten los riesgos desde la celebración del contrato. Asimismo, la inexistencia de normas 
que regulen qué ocurre con la obligación del pago del precio en un contrato sinalagmático, 
como es la compraventa, cuando la obligación de entrega del vendedor se extingue sin culpa del 
deudor, no resuelve la cuestión satisfactoriamente, lo que nos conduce a aplicar los arts. 1.096 y 
1182 CC (que llevarían al comprador a tener que pagar el precio, argumento que se reforzaría 
con la propia naturaleza genérica del dinero). Y, es más, las propias reglas sobre el daño y pro-
vecho de la cosa en la compraventa, parecen llevarnos a la conclusión de que si el comprador 
tiene derecho a los frutos (commodum) a pesar de no ser propietario aún, también tendrá que 
soportar los deterioros (incommodum). Partidario de esta tesis más purista cabe destacar a M. 
Alonso Pérez, El riesgo en el contrato de compraventa, Madrid, 1972, p. 85 ss. Más adelante, 
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estado del bien desde el plano físico y funcional. Pero no solo eso, ya que 
actualmente el concepto de falta de conformidad se extiende a la dimensión 
jurídica, en la medida que se exige la ausencia de derechos y pretensiones de 
terceros sobre los bienes3. Del mismo modo, se tiene en consideración el as-
pecto digital que hoy en día afecta a tantos productos del mercado. Por últi-
mo, la falta de conformidad ofrece un concepto unitario de incumplimiento 
contractual, en la medida que despliega una serie de remedios basados en la 
premisa básica, la inobservancia del deber de conformidad. A este respecto, 
en función de cómo podamos calificar dicho incumplimiento, el remedio 
disponible será uno u otro, vedando el acceso a la resolución del contrato 
cuando, por ejemplo, el defecto sea de escasa importancia.

Dicho esto, el actual régimen legal de la compraventa de bienes de 
consumo viene dado por la Directiva 2019/771, de 20 de mayo que fue 
traspuesta al ordenamiento jurídico español a través del Real Decreto-Ley 
7/2021, de 27 de abril, de trasposición de directivas de la Unión Europea en 
las materias de competencia, prevención de blanqueo de capitales, entida-
des de crédito, telecomunicaciones, medidas tributarias, prevención y re-
paración de daños medioambientales, desplazamiento de trabajadores en la 

acaba diciendo que sería mucho mejor que los textos legales fueran más claros y resolviesen de 
forma adecuada la mencionada eventualidad, propone como solución que se debería repartir el 
riesgo por los «eventos fatales», de la que también toma partido E. Llamas Pombo, o.u.c., p. 
325. No obstante, esta tesis tiene fuertes opositores, el propio M. Albaladejo, Derecho Civil 
II, Derecho de Obligaciones, 2, Barcelona, 1989, p. 39 ss., quien indica que sobre la exigibilidad 
o no de la obligación del pago del precio deberíamos acudir a las normas sobre la extinción de 
las obligaciones recíprocas por imposibilidad sobrevenida fortuita, y A. Cossío y Corral, 
Los riesgos en la compraventa civil y mercantil, en Rev. der. priv., 1944, p. 361 ss., por ejemplo, 
señala en relación al argumento de que el vendedor cumple poniendo la cosa a disposición del 
comprador, que cuando se demuestre que el plazo solo jugó en beneficio del vendedor o con el 
consentimiento del comprador no se podrá imputar a este último el riesgo. Otra cosa sería que 
desde el momento en que se perfeccionó el contrato la cosa estaba a disposición del comprador 
y si no la retiró fue porque no quiso. Más contundente se muestra L. Díez-Picazo, Fundamen-
tos del Derecho Civil Patrimonial, IV, Las particulares relaciones obligatorias, Madrid, 2010, 
p. 115, quién directamente afirma que no existe ningún motivo «de fondo, ni de justicia» para 
que, en un sistema desarrollado como el nuestro, el comprador se vea abocado a pagar el precio 
a cambio de nada, una regla que partiría de una concepción completamente desequilibrada a 
favor del vendedor. Por lo que, mientras la cosa permanezca dentro de la esfera de control del 
vendedor solo a él se le puede atribuir el riesgo de la pérdida de la cosa por caso fortuito.

3  «Cuando, a consecuencia de una vulneración de derechos de terceros, en particular de los 
derechos de propiedad intelectual, se impida o limite la utilización de los bienes o de los con-
tenidos o servicios digitales, el consumidor o usuario podrá exigir igualmente, en el supuesto 
de su falta de conformidad, las medidas correctoras previstas en el apartado anterior, salvo que 
una ley establezca en esos casos la rescisión o nulidad del contrato» (art. 117.2 TRLGDCU). 
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prestación de servicios transnacionales y defensa de los consumidores; que 
supuso la reforma del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviem-
bre (en adelante, TRLGDCU) para adaptar las normas relativas del Título 
IV (Garantías y servicios postventa) a la nueva regulación de la Unión Eu-
ropea. Esta modificación legislativa entró en vigor el 1 de enero de 2022, 
de modo que todos los contratos que se realizaron a partir de dicha fecha 
caen, de un tiempo a esta parte, bajo el umbral de la nueva regulación.

2.  La Directiva 2019/771 se enmarca dentro del objetivo fijado por la 
Comisión Europea de consolidar el llamado Mercado Único Digital eli-
minando los obstáculos para su pleno rendimiento4. Por ello, se parte de 
una Directiva de máximos a diferencia del modelo anterior de la Directiva 
1999/44, que se configuraba como una Directiva de mínimos. Así, en sen-
das Directivas 2019/771 y 2019/770, se procedió a profundizar más aún el 
desarrollo legislativo de los Derechos de los consumidores y usuarios en 
su territorio. Mientras la primera tiene un esquema más clásico al regu-
lar algunos aspectos de la compraventa de bienes de consumo, la segunda 
introduce un nuevo contrato relativo al suministro de contenidos y ser-
vicios digitales del que no es objeto el presente trabajo. De esta forma, 
los Estados miembros no podrán otorgar ni más ni menos derechos a los 
consumidores, instaurando en consecuencia una plena armonización de 
ellos en toda la Unión5. Esto se debe a que a la Comisión le preocupaban 

4  Un objetivo que nos puede parecer ambicioso, siempre y cuando consideremos que la 
idea de elaborar un Código Privado Europeo Común ha caído en saco roto, tras las Resolucio-
nes del Parlamento Europeo de 26 de mayo de 1989, sobre esfuerzo para armonizar el Derecho 
privado de los Estados miembros (A2–157/89), y de 6 de mayo de 1994, sobre armonización de 
determinados sectores del Derecho privado de los Estados miembros (A3–0329/94 del Parla-
mento Europeo de 26 de mayo de 1989, sobre esfuerzo para armonizar el Derecho privado de 
los Estados miembros (A2–157/89), y de 6 de mayo de 1994, sobre armonización de determi-
nados sectores del Derecho privado de los Estados miembros (A3–0329/94). Así como que los 
Principios de Derecho Europeo de los Contratos (PECL, en sus siglas inglesas), ni el Borrador 
del Marco Común de Referencia (DCFR, en sus siglas inglesas) hayan pasado, por el momento, 
de ser meras propuestas académicas. Sobre esta cuestión a A. Ferrante, La reducción del precio 
en la compraventa, Cizur Menor, 1ª ed., 2012, p. 108 ss.

5  La elección del modelo de Directiva puede resultar un tanto desconcertante si se pretendía 
una verdadera armonización plena. No obstante, de la Exposición de Motivos de las anteriores 
Propuestas de 9 de diciembre de 2015 (PDirCL y PDirSCD) se desprende que: «La elección 
de una Directiva deja libertad a los Estados miembros para adaptar la implementación a su le-
gislación nacional. Un reglamento exigiría un régimen mucho más detallado y amplio que una 
Directiva para que sus efectos fuesen directamente aplicables. En consecuencia, la interferencia 
en las leyes nacionales aumentaría notablemente».
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las diferencias regulatorias que habían ido surgiendo por los territorios 
comunitarios y, según sus conclusiones, tal situación provocaba una mayor 
inseguridad entre los consumidores (al desconocer los derechos que tenían 
en caso de compraventas transfronterizas), como también a las empresas, 
que incurrían en costes al tener que adaptarse a las distintas legislaciones6.

Sin embargo, el resultado final es, a nuestro modo de ver, un tanto agri-
dulce, pues si bien la Directiva es de máximos y, en principio, persigue una 
armonización plena de la cuestión en toda la Unión Europea, su artículo 
4 reza lo siguiente: «Los Estados miembros no podrán mantener o intro-
ducir, en su Derecho nacional, disposiciones que se aparten de las estable-
cidas en la presente Directiva, en particular disposiciones más o menos 
estrictas para garantizar un diferente nivel de protección de los consumi-
dores, salvo que se disponga de otro modo en la presente Directiva». En 
definitiva, dicha cláusula final rompe, en cierta forma, la armonización de 
la que hacían gala las Propuestas desde el año 20157. Más aún, si algunos 
Estados miembros en el momento de su transposición deciden conceder 
mayores derechos a los consumidores. Así, los aspectos más destacados 
dónde la Directiva da margen a los países son: la fijación del plazo de 
garantía legal (art. 10), la extensión del plazo de presunción de falta de 
conformidad (art. 11) y la exigencia o no de comunicación previa de la 
falta de conformidad para hacer valer los derechos (art. 12), entre otros8.

A pesar de ello, la Directiva 2019/771 también presenta algunas noveda-
des que resultan tan laudables como interesantes, como la que podríamos 

6  La Exposición de motivos de la Propuesta de Directiva de 31 de octubre de 2017 (PDir-
COM) observa como el sistema de mínimos establecido por la Directiva 1999/44 ha dado lugar 
a la existencia de diferentes normas nacionales imperativas que conceden a los consumidores 
mayores derechos de los que con carácter necesario exigía la mentada Directiva. Por tanto: «Al 
derogar la Directiva existente sobre ventas y garantías de los bienes de consumo y sustituirla 
por una Directiva de armonización plena con un ámbito de aplicación más amplio, que abarque 
tanto las ventas a distancia como las presenciales, se contribuirá a la creación de un marco jurí-
dico coherente para apoyar el funcionamiento del mercado interior».

7  Basta comprobar como los artículos equivalentes tanto en la Propuesta de 2015 como en 
la de 2017, no hacían mención a esa posibilidad y simplemente se limitaban a constatar la armo-
nización plena de la Directiva. Véanse, arts. 3 PDirCL y 3 PDirCOM.

8  Sobre la posibilidad de dejar al arbitrio de los Estados Miembros la determinación de 
cuestiones de crucial importancia véase, G. De Cristofaro, Il recipimento della Direttiva 
2019/771/UE nel diritto italiano. Le opzioni fondamentali del legislatore nazionale. I limiti «so-
ggettivi» ed «oggettivi» posti all’ambito di operatività della nuova disciplina, en Id. (a cura di), 
La nuova disciplina della vendita mobiliare del codice del consumo, Torino, 2022, p. 13. Coinci-
de, G. Izquierdo Grau, El nuevo régimen de la conformidad de los bienes. La directiva (UE) 
2019/771 y su trasposición al ordenamiento jurídico español, Tirant lo Blanch, 1ª ed., 2024, p. 34.
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llamar «conformidad digital de los bienes». En la medida que el art. 6 rela-
tivo a los requisitos subjetivos para la conformidad incluye en su letra d) el 
suministro de «actualizaciones según disponga el contrato de compraven-
ta» y el punto 3 del artículo 7 relativo a los requisitos objetivos de confor-
midad señala que: «el vendedor velará porque se comuniquen y suminis-
tren al consumidor las actualizaciones, incluidas las relativas a la seguridad, 
que sean necesarias para mantener dichos bienes en conformidad».

Igualmente, el Considerando 32 indica que la «durabilidad» debe ser 
un criterio más a tener en consideración cuando se evalúe la conformidad 
de los bienes, es decir, «para que los bienes sean conformes deben poseer 
la durabilidad que sea habitual en bienes del mismo tipo y que el consumi-
dor pueda razonablemente esperar habida cuenta de la naturaleza de los 
bienes específicos (…). La evaluación debe tener en cuenta asimismo to-
das las demás circunstancias pertinentes, como el precio de los bienes y la 
intensidad o frecuencia del uso que el consumidor haga de estos». Incluso 
la Directiva pone de manifiesto que: «Garantizar una mayor durabilidad 
de los bienes es importante para lograr patrones de consumo más sosteni-
bles y una economía circular»9.

Por último, es digno de mención que el espíritu del fallido Reglamento 
de Compraventa común de 2011 (CESL) no haya caído en el olvido10, 
pues el Considerando 21 pone de relieve que: «(…) Los Estados miembros 
también deben seguir teniendo la libertad de hacer extensiva la protección 
que la presente Directiva proporciona a los consumidores también a las 
personas físicas o jurídicas que no sean consumidores en el sentido de 
la presente Directiva, como organizaciones no gubernamentales, empre-
sas emergentes y pymes»11. No obstante, en la definitiva trasposición al 

9  Sobre la durabilidad como «nuevo criterio de conformidad» de los bienes de consumo, 
véase, G. F. Simonini, Verso una nozione allargata di diffetto di conformità: sarà rilevante 
anche la «durabilità» del bene?, in Danno resp., 2019, p. 471 ss., M. Beguini, I rimedi della 
riparazione e della sostituzione nella direttiva 2019/771/UE, in T. dalla Massara (a cura di), 
La vendita di beni mobili, Pisa, 2020, p. 322 ss.; M. García Goldar, Propuestas para garan-
tizar modalidades de consumo y producción sostenibles (ODS 12), en Rev. fom. soc., 76/1, 299, 
2021, p. 99 ss.; R. Barber Cárcamo, Garantías en las ventas de bienes de consumo y economía 
circular: ¿El inicio de un nuevo régimen?, en Rev. der. civ., 9, 2, 2022, p. 152 ss.; M. D’Onofrio, 
Il difetto di durabilità del bene, Napoli, 2023, p. 19 ss.

10  La regulación que planteaba el CESL era mucho más completa, aunque limitada al co-
mercio transfronterizo, ya fuese compraventa de bienes o suministro de contenidos digitales y 
prestación de servicios relacionados (véase art. 1.1). J.R. De Verda y Beamonte, Del sanea-
miento, cit., p. 2932.

11  La necesidad de extender la normativa de consumo, ya sea la relativa a las garantías en 
materia de compraventa como la relativa a las cláusulas abusivas, hacia otros horizontes como 
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ordenamiento español no se ha aprovechado la ocasión para extender el 
régimen.

3.  Por lo que se refiere al ámbito de aplicación subjetivo serán consu-
midores y usuarios aquellas personas que actúen con un propósito ajeno 
a su actividad comercial, oficio o profesión, de esta forma aquello que de-
fine al consumidor y usuario no es una condición subjetiva de la persona, 
sino una concreta posición en la transacción contractual que tenga lugar 
(art. 3.1 TRLGDCU). Es decir, que en lugar de consumidores y usuarios 
se podría hablar de «actos de consumo»12, siendo irrelevante tal y como 
ha definido la jurisprudencia que el consumidor tenga ánimo de lucro o 
no en la concreta transacción que estemos tratando13. El problema puede 

pueden ser las pequeñas empresas, ya se observó en G. Muñoz Rodrigo, El control de trans-
parencia en las cláusulas suelo, en Rev. bol. der., 25, 2018, p. 268. En cambio, el ámbito de pro-
tección sí se extendería a personas jurídicas y las entidades sin personalidad jurídica que actúen 
sin ánimo de lucro en un ámbito ajeno a una actividad comercial o empresarial.

12  Sobre este aspecto, véase, por ejemplo, la STJUE 3 octubre 2019, C–208/18, Caso Pe-
truchová/FIBO Group que, en relación con un contrato CDF que celebró un particular con 
una sociedad de corretaje para operar en el mercado FOREX, entiende que la condición de 
consumidor debe valorarse forma restrictiva en relación con la posición que la persona tiene en 
el contrato determinado, poniendo el acento en cuestiones tales como la naturaleza del contrato 
y su finalidad. Por lo que cuestiones tales como el valor de las operaciones que lleva a cabo, los 
riesgos que asume con ellas o incluso los conocimientos técnicos que pueda tener al respecto 
son irrelevantes. La STJUE 10 diciembre 2020, C–774/19, Caso A.B. y B.B./Personal Exchange 
International Limited, resuelve un asunto muy interesante en relación con un jugador profe-
sional de póker, en este asunto se debatía la competencia judicial internacional de los tribunales 
eslovenos, lugar donde residía el jugador, para resolver una disputa que había surgido entre 
el mismo y una sociedad maltesa que se dedica al póker online. Finalmente, el TJUE vino a 
subrayar que el jugador era una persona física que había suscrito una contrato con condiciones 
generales de la contratación con una sociedad mercantil que se dedicaba a ese sector y puesto 
que «no ha declarado oficialmente tal actividad ni ha ofrecido dicha actividad a terceros como 
servicio de pago, no pierde la condición de consumidor a efectos de esta disposición aunque 
dedique a ese juego un gran número de horas al día, posea amplios conocimientos y obtenga de 
dicho juego considerables ganancias».

13  La jurisprudencia del Tribunal Supremo es bastante clara a la hora de permitir el ánimo 
de lucro en los consumidores. Por ejemplo, la STS Pleno, 16 enero 2017 consideró, si bien, no 
con la unanimidad de la Sala, que era consumidora una persona que mediante un contrato de 
adhesión a un club podía revender los derechos vacacionales que le otorgaba dicho contrato. 
Posteriormente, la STS 4 octubre 2019, en relación con un contrato de aprovechamiento por 
turnos de uso turístico, estableció que el ánimo de lucro en un acto en concreto no excluye de 
protección a los consumidores, por lo que el límite vendrá dado si esa voluntad de enriquecer-
se es constante en el tiempo y actúa con regularidad y organización. A este respecto, véase S. 
Cámara Lapuente, Comentario al Art. 3, en Comentarios a las Normas de Protección de los 
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llegar cuando nos enfrentamos a actos con una finalidad mixta, es decir, 
compraventas en las cuales el comprador no adquiere el bien solamente 
para un uso personal, sino también para un uso profesional o comercial.

3.1.  Para ello, a priori, tenemos como único recurso acudir a lo que indi-
ca el Considerando 22 de la Directiva UE 2019/771, que viene a decir que: 
«los Estados miembros también deben seguir teniendo la libertad de deter-
minar, en el caso de los contratos con doble objeto, en los que el contrato 
se celebra con un objeto en parte relacionado y en parte no relacionado con 
la actividad comercial de la persona, y en los que el objeto comercial es tan 
limitado que no predomina en el contexto general del contrato, si dicha 
persona debe ser considerada un consumidor y en qué condiciones».

Si bien legislación española no aclara qué sucede en estos casos en que 
hay un doble uso o un uso comercial muy tangencial, otros países sí han 
apostado por una mayor profundización en la legislación de consumo y 
se han decantado por la utilización del adverbio «prevalentemente» para 
definir qué actos serían de consumo y cuáles no, en aquellos supuestos en 
que se mezclen dos finalidades14.

En España, sin perjuicio de que no haya una concreción legislativa al 
respecto, parece que sí que es posible llegar a una solución parecida a la 
de los países que han optado por tomar una decisión al respecto. En este 
sentido, acudiendo a la jurisprudencia, la STS 3 junio 2019, que confirma 
el criterio de la también STS 5 abril 201715, considera oportuno dar im-
portancia a cuál de los propósitos predomina en el contrato. Por tanto, 
cuando predomine un aspecto comercial el contratante debería calificar-
se como empresario, por el contrario, cuando el propósito principal sea 

Consumidores (dir. S. Cámara Lapuente), Madrid, 2011, p. 135; M. J. Reyes López, De nuevo 
sobre el concepto de consumidor, en Estudios de Derecho Privado en Homenaje al Profesor Sal-
vador Carrión Olmos (dir. J.R. De Verda y Beamonte, coords. A. Carrión Vidal y G. Muñoz 
Rodrigo), Tirant lo Blanch, 2022, p. 959, cuando señala que: «la habitualidad es una de las carac-
terísticas de la cualidad legal de empresario conforme establece el art. 1.1º C.Com».

14  Véase a este respecto el Código Civil Alemán que en su § 13 pone de manifiesto que será 
calificado de consumidor la persona que concluye un negocio jurídico con una finalidad que no 
resulte prevalentemente encaminada a su actividad empresarial o su actividad profesional autónoma.

15  SSTS 3 junio 2019 y 5 abril 2017. Véase, R. Evangelio Llorca, El concepto de consumi-
dor en el acervo comunitario a la luz de la jurisprudencia del TJUE, en Act. jur. iber., 20, 2024, p. 
893 s., entiende que en el fondo este es el criterio que sigue el Supremo para resolver el asunto, 
aunque la autora lo reconozca en el pie de página. De hecho, la doctrina extranjera también 
coincide en que el uso predominante debería ser la guía para resolver estos supuestos de doble 
finalidad, por lo que cuando el uso privado sea el primordial el sujeto tendría que ser conside-
rado consumidor, véase, M. Ebers, ¿Quién es consumidor?, en An. der. civ., 1, 2006, p. 237 s.
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privado el contratante tendría que ser calificado como consumidor. Esto 
contrasta, en cierta medida, con el criterio tradicional seguido por la STJ-
CE 20 enero 2005, Caso Gruber16, según la cual solo debía recibir protec-
ción el consumidor si el uso profesional era marginal o insignificante. No 
obstante, la STJUE 25 enero 2018, Caso Schrems17, ha evolucionado en el 
sentido antes indicado y sigue el criterio de prevalencia.

De todos modos, para que el contrato sea calificado como una relación 
de consumo el vendedor necesariamente ha de ser un empresario, puesto 
que en una compraventa entre particulares (C2C), ambas personas (com-
prador y vendedor) cumplirían los caracteres propios de la figura del con-
sumidor, pero, sin embargo, el comprador no podría, en defecto de los pac-
tos a los que pudiesen llegar, beneficiarse frente al vendedor de las ventajas 
que otorgaría este régimen legal, en contraposición al régimen legal propio 
de las compraventa codicial. En ese sentido, solo las ventas B2C (business to 
consumer) se encontrarían bajo el umbral de la presente regulación.

La definición de empresario se extraería a través de la de consumidor; 
por ende, será empresario quien actúe con un propósito comercial o pro-
fesional18. Sobre esto, cabe precisar que, a raíz de las últimas sentencias 
del TJUE en la materia, la regularidad o habitualidad de una determinada 
actividad, como criterios para hacer perder a una persona la condición 
de consumidor, no son tan relevantes, puesto que, parece mucho más de-
terminante que «declare oficialmente la actividad y la ofrezca a terceros 
como servicio de pago»19.

Cabe destacar que las Administraciones públicas podrán ser conside-
radas empresarias cuando actúen sometidas a las normas de derecho pri-

16  STJCE 20 enero 2005, C-464/01, Caso Johan Gruber/Way Ba AG.
17  STJUE 25 enero 2018, C–498/16, Caso Maximilian Schrems/Facebook Ireland Limited: 

«El contratante en cuestión deberá ser considerado como consumidor si el objeto profesional 
no predomina en el contexto general del contrato, atendiendo a la globalidad de las circuns-
tancias y a la apreciación de los medios de prueba objetivos a su disposición, cuya valoración 
corresponde a la jurisdicción nacional» (Apartado 47).

18  El actual art. 4 TRLGDCU dispone que: «A efectos de lo dispuesto en esta norma, se 
considera empresario a toda persona física o jurídica, ya sea privada o pública, que actúe direc-
tamente o a través de otra persona en su nombre o siguiendo sus instrucciones, con un propósi-
to relacionado con su actividad comercial, empresarial, oficio o profesión». 

19  Véase a este respecto, la STJUE 10 diciembre 2020, C-774/19, C C–774/19, Caso A.B. y 
B.B./Personal Exchange International Limited. pero también STJUE 4 octubre 2018, C-105/17, 
Caso Komisia za zashtita na potrebitelite/Evelina Kamenova. frente a la posición del Supremo 
que se centra más en la «habitualidad y organización» para calificar al profesional. Se refiere a esta 
particularidad, R. Evangelio Llorca, Los ricos también lloran… y pueden ser consumidores, en 
Estudios de Derecho Privado en Homenaje al Profesor Salvador Carrión Olmos, cit., p. 635 ss. 
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vado en su actuación en el mercado20, como también se podrá extender el 
presente régimen a las plataformas digitales cuando actúen como «socio 
contractual directo» del consumidor, a lo que nos referiremos más ade-
lante. Por último, a efectos de la eventual responsabilidad subsidiaria será 
productor el fabricante del bien de consumo, como el intermediario que 
se encarga de ponerlo a disposición del distribuidor final al consumidor 
(el retailer o vendedor en sentido estricto). Asimismo, lo podrá ser la em-
presa importadora de los bienes en territorio de la Unión Europea, como 
también cualquier otro empresario que aparezca como tal en el producto 
por poner su nombre, su marca o símbolo en el mismo21.

3.2.  El contrato al que se refiere la Directiva 2019/771 es el contrato 
de compraventa que define como aquel en el cual «el vendedor transmite 
o se compromete a transmitir la propiedad de los bienes a un consumi-
dor, y el consumidor paga o se compromete a pagar su precio» (art. 2.1). 
Sin embargo, atendiendo a lo que seguidamente añade el artículo 3 de la 
Directiva 2019/771, el ámbito objetivo de la misma quedaría circunscri-
to a tres categorías contractuales: los contratos puros de compraventa de 
bienes muebles tangibles, los contratos de obra mueble y los contratos de 
suministro de bienes muebles. Por consiguiente, quedarían fuera de su 
ámbito de aplicación los contratos en los cuales el adquirente no obtiene 
como tal la propiedad de los bienes, sino simplemente el derecho de uso 
o disfrute bajo ciertas condiciones (pensemos en leasing, o cualquier otro 
contrato de características similares propio de la sharing economy)22.

La inclusión de la instalación de los bienes por parte del vendedor o 
bajo su responsabilidad, cuando así lo prevea el contrato dentro de la 
obligación de conformidad (art. 8 Directiva 2019/771), ha provocado que 

20  M. Castilla Barea, La nueva regulación europea de la venta de bienes muebles a con-
sumidores: Estudio de la Directiva (UE) 2019/771 y su trasposición por el Real Decreto–Ley 
7/2021, de 27 de abril, Cizur Menor, 1ª ed., 2021, p. 69.

21  «Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 138, a efectos de lo dispuesto en esta norma se 
considera productor al fabricante del bien o al prestador del servicio o su intermediario, o al im-
portador del bien o servicio en el territorio de la Unión Europea, así como a cualquier persona 
que se presente como tal al indicar en el bien, ya sea en el envase, el envoltorio o cualquier otro 
elemento de protección o presentación, o servicio su nombre, marca u otro signo distintivo». 
(art. 5 TRLGDCU)

22  De todos modos, J. Morais Carvalho, Introducción a las nuevas directivas sobre con-
tratos de compraventa de bienes y contenidos o servicios digitales, en El derecho privado en el 
nuevo paradigma digital (dirs. E. Arroyo Amayuelas y S. Cámara Lapuente), Madrid, 2020, p. 
36, apunta que los Estados miembros tenían plena libertad para poder extender la protección a 
los contratos de arrendamiento financiero.
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la doctrina se pregunte si existiría una cuarta categoría contractual, tal 
y como las hemos clasificado en este apartado. Es decir, una especie de 
contrato mixto de compraventa y prestación de servicios, donde la insta-
lación sería la otra obligación que asumiría el vendedor (un contrato de 
prestación de servicios).

De todos modos, no encontramos rastro en la trasposición final ninguna 
referencia a esta especie de tertium genus, como tampoco habría motivo 
para definir el contrato compraventa más instalación como una categoría 
aparte con sustantividad propia, en la medida que se trata de una prestación 
accesoria, aunque la Directiva dejaba al arbitrio de los Estados Miembros la 
posibilidad de definir como compraventa o como otra categoría contractual 
a los contratos que presentasen esta tipología mixta (Considerando 17)23; lo 
único que se especifica es que sí será considerado globalmente como con-
trato de compraventa aquel contrato en que junto con la entrega del bien 
se contemple la instalación del mismo. A contrario sensu, cuando nos en-
contremos ante un contrato que mezcle una prestación de servicios y la 
entrega de un bien que no se pueda circunscribir al modelo de compraventa 
más instalación que sí contempla la Directiva, solamente se podrá aplicar la 
normativa contenida en la misma a la parte del contrato que se refiera a la 
compraventa. Es decir, para poder considerar la prestación de servicios den-
tro del ámbito de aplicación esta deberá tener necesariamente una relación 
de accesoriedad respecto del contrato principal de compraventa24.

Por lo que respecta a los contratos que estarían excluidos de su ám-
bito de aplicación objetivo, serán aquellos contratos de compraventa o 
suministro que no sean de bienes muebles tangibles, sino de servicios o 
contenidos digitales. En ese sentido, la adquisición de una aplicación en 
un dispositivo móvil, la descarga de un videojuego o una película, o la 
suscripción de un servicio de streaming como puede ser Netflix, HBO, 
Amazon Prime Video, etc.; se regulará por la Directiva 2019/77025. No 

23  «[…] Cuando un contrato incluya elementos tanto de venta de bienes como de suminis-
tro de servicios, debe dejarse a la determinación del Derecho nacional si la totalidad del contrato 
puede clasificarse como contrato de compraventa según la definición de la presente Directiva».

24  La STJUE 7 septiembre 2017, C–247/16, Caso Schottelius /Seifert excluyó radicalmente 
del ámbito de aplicación de la Directiva 1999/44 un contrato que había sido calificado como de 
servicios, puesto que consistía en la reestructuración de una piscina, pero también se encargaba 
fabricar los elementos necesarios para llevar a término el trabajo como eran las baldosas, la 
bomba de filtración, etc. Se argumentó que la mencionada Directiva solo contemplaba aquellos 
contratos que tuvieran una instalación aneja a la misma o, que al menos, la prestación del servi-
cio fuera accesoria a la venta.

25  En términos similares M.J. Marín López, Falta de conformidad del bien vendido y dere-
chos del consumidor en la Directiva 2019/771/UE, en Diar. l. l., 461, 2019, p. 3, señala que: «son 
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obstante, aquellos bienes de consumo que, a su vez, contienen elementos 
digitales sin los cuales no podrían funcionar se encuentran enmarcados 
dentro del ámbito de aplicación de la Directiva 2019/771, a este respecto 
el art. 2.5.b)26. Cabe destacar que el agua, el gas y la electricidad solo ten-
drían la consideración de bienes tangibles según la Directiva cuando se 
pusieran a la venta «en un volumen delimitado o en cantidades determi-
nadas» (art. 2.5.a) Directiva 2019/771).

Sobre esta cuestión decir que según el art. 3.4.b), también estaría ex-
cluida de la regulación la venta judicial en subasta pública. Sin embargo, 
quedaría al libre arbitrio de los Estados Miembros decidir si quieren ex-
cluir de la regulación en el momento de trasposición de la Directiva la 
venta de animales vivos y la venta de bienes de segunda mano en subasta 
pública (art. 3.5). En cuanto a la opción española, el legislador patrio ha 
decido excluir la venta de animales vivos, por lo que la adquisición de un 
perro o un gato doméstico no sería objeto de esta regulación. Por el con-
trario, solo ha excluido la «subasta administrativa» de bienes de segunda 
mano27. A este respecto, podemos pensar que las subastas que se lleven a 

contenidos o servicios digitales, entre otros, los programas informáticos, las aplicaciones, los 
archivos de video, audio o música, los juegos digitales, los libros electrónicos, los programas o 
servicios de intercambio de videos y audio, de alojamiento de archivos, el tratamiento de textos 
o los juegos que se ofrecen en el entorno de computación en nube y las redes sociales, etc.». 
Igualmente, M. Castilla Barea, La nueva regulación, cit., p. 61.

26  Sería el supuesto de los bienes con elementos digitales, a este respecto véase el Conside-
rando 15: «La presente Directiva debe aplicarse a los contratos de compraventa de bienes, in-
cluidos los bienes con elementos digitales en los que la ausencia del contenido o servicio digital 
incorporado o interconectado impediría que los bienes cumpliesen su función y en los que el 
contenido o servicio digital se facilita con los bienes en virtud de un contrato de compraventa 
relativo a esos bienes. Si el suministro del contenido o servicio digital incorporado o interco-
nectado forma o no parte del contrato de compraventa con el vendedor es algo que depende 
del contenido de dicho contrato […]». Por el contrario, el art. 3.4.a) señala que cuando lo que 
tengamos sea solo bien físico que actúa como soporte del contenido digital, véase un CD o una 
tarjeta de memoria que contiene un videojuego, dicho contrato estará bajo la órbita de la Direc-
tiva 2019/770, sobre este tipo de bienes véase A. De Franceschi, European Contract Law and 
The Digital Single Market. Current Issues and New Perspectives, en Id. (a cura di), European 
Contract Law and the Digital Single Market, Cambridge, 2016, p. 1-19.

27  El art. 114.2 TRLGDCU dice expresamente que: «Lo previsto en este título no será 
de aplicación a: a) Los animales vivos. b) Los bienes de segunda mano adquiridos en subasta 
administrativa a la que los consumidores y usuarios puedan asistir personalmente. (…)». Este 
aspecto ha dividido a gran parte de los Estados Miembros. Mientras que España, Portugal, 
Austria, Lituania y Bulgaria han decidido excluir la venta de animales vivos de su ámbito de 
aplicación, otros como Italia sí han decidido incluirla. Dentro de los que han decidido incluirla 
también cabe hacer matizaciones, pues Francia los ha incluido, pero solo respecto a los animales 
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cabo por el Estado (ya sean judiciales o por parte de las Administracio-
nes Públicas) no se someterán a este régimen, pero los bienes de segunda 
mano vendidos por iniciativa privada en subastas públicas sí estarían bajo 
esta regulación.

4.  Expuesto sobre qué clase de contratos recae el régimen legal de la 
venta de bienes de consumo, analizaremos el concepto de falta de con-
formidad previsto en la misma que, como ya hemos adelantado, supone 
una superación de las distintas categorías que debían ser observadas ante 
la inadecuación del objeto. Por lo que cualquier desviación del contenido 
contractual previsto o presupuesto por las partes sobre lo que razonable-
mente puede esperar el consumidor atendida la naturaleza del bien ven-
dido se correspondería a un supuesto de falta de conformidad. De modo 
que, por ejemplo, instituciones como el error vicio, no contempladas ex-
presamente en el esquema de la falta de conformidad, tendrían un margen 
de virtualidad escaso. Lo más novedoso en relación al concepto de falta 
de conformidad ofrecido por la Directiva 2019/771 sería la conformidad 
jurídica de los bienes, en ese sentido, el consumidor podrá exigir que los 
bienes estén libres de derechos y pretensiones de terceros. Por tanto, ante 
la existencia de dicha situación el consumidor podrá invocar los remedios 
previstos frente la entrega de un bien disconforme28, pero, igualmente, 
creemos que nada impediría a que pueda invocar los otros remedios gene-
rales como la anulación del contrato por error29.

No formaría parte del concepto de falta de conformidad la falta de en-
trega de los bienes en sentido estricto, ya que no desencadenaría las mis-
mas consecuencias jurídicas que el defecto de conformidad30. Dicho esto, 

domésticos y Dinamarca si bien ha incluido con carácter general la venta de animales vivos, ha 
decidido excluir expresamente la venta de caballos.

28  A este respecto, G. Afferni, La nozione di «difetto di conformità», en G. De Cristo-
faro (a cura di), La nuova disciplina della vendita mobiliare del codice del consumo, cit., p. 
114 s. En términos similares, Izquierdo Grau, G., El nuevo régimen, cit., p. 136, considera 
perfectamente aplicables los remedios previstos en la normativa de consumo, si bien entiende 
que la lógica dicta que sean los remedios de segundo nivel (reducción del precio y resolución de 
contrato), los más apropiados para dicha falta de conformidad.

29  Además, no debemos olvidar que tanto «la venta de cosa ajena como la venta de bienes 
sobre los que pesa algún tipo de carga o gravamen y la doble venta se encuentran tipificados 
como delito de estafa impropia en el art. 251 Código Penal», sobre esta cuestión, véase, I. Fer-
nández Chacón, La transmisión de la propiedad en la compraventa, Thomson Reuters Aran-
zadi, 1ª ed., 2018, p. 239. 

30  Esto se debe a que la regulación del régimen de entrega de los bienes de consumo, en 
defecto de pacto, fue ya establecido por la Directiva 2011/83/UE, introduciendo el mecanismo 
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sobre el funcionamiento de los criterios de conformidad no me detendré 
excesivamente en los subsiguientes epígrafes, habida cuenta de que me re-
mito a un trabajo anterior en el cual son analizados de manera pormeno-
rizada31. Solamente decir que, en mi opinión, la aplicación de los criterios 
subjetivos debe ser prioritaria respecto a los criterios objetivos, ya que los 
primeros hacen referencia a los concretos pactos a los que hayan llegado 
la partes o el consumidor haya aceptado, mientras los segundos se aplica-
rían de forma independiente frente a cualquier otra consideración32. Eso 
sí, una vez nos encontremos en cada grupo ninguno de ellos cobraría más 
importancia que cada uno, de la misma forma, sería posible que se apli-
casen cumulativamente varios de ellos. En cuanto a la carga de la prueba 
sobre la inobservancia de uno de los criterios de conformidad, la STJUE 
4 junio 2015 (Caso Faber) ha determinado que el consumidor debe alegar 
y probar que el bien vendido no es conforme con el contrato, eso sí, si el 
defecto se manifiesta durante el plazo de presunción de preexistencia de 
defectos, se presumirá que dicha falta preexistía y es imputable al ven-
dedor, así que solo tendría que demostrar que, por ejemplo, el bien no 
disponía de una de las cualidades convenidas33.

del Nachfrist. Actualmente, está presente en el art. 66 bis TRLGDCU que introduce un plazo 
suplementario para el acreedor en el caso de que el deudor no entregue la cosa en el plazo pacta-
do o en el plazo máximo de 30 días que regula para los casos en los que no se haya indicado uno 
específico. Transcurrido ese plazo adicional el consumidor tendrá derecho a la resolución del 
contrato, es decir, se consideraría que ha habido un incumplimiento esencial. Se muestra muy 
crítico con la regulación de este plazo Á. Carrasco Perera, Plazo suplementario para la entre-
ga por parte del empresario vendedor (artículo 62 bis TRLGDCU), en Estudios sobre el contrato 
de compraventa. Análisis de la transposición de la Directiva 2011/83/UE en los ordenamientos 
español y alemán (coords. I. Sánchez Ruiz de Valdivia y A. Quesada Páez), Cizur Menor, 2016.

31  G. Muñoz Rodrigo, Los criterios subjetivos y objetivos de conformidad en la venta de 
bienes de consumo, en Act. jur. iber., 16 (extra), 2022, p. 3184-3229.

32  Coincide S. Grundmann, Article 2: Conformity with the contract, in EU Sales Directi-
ve. Commentary, Oxford, 2002, p. 123. En sentido contrario, C. Twigg-Flesner, Conformity 
of Goods and Digital Content/Digital Services, en El derecho privado en el nuevo paradigma 
digital (dirs. E. Arroyo Amayuelas, y S. Cámara Lapuente), Marcial Pons, 1ª ed., 2020, p. 56, 
considera que los criterios subjetivos no deberían tener una mayor incidencia por aparecer en 
primer lugar. Asmismo, la parte de la doctrina alemana sostiene que los criterios objetivos de-
berían tener prioridad frente a los criterios subjetivos, y dentro de los objetivos debería haber 
una aplicación más priorizada de los criterios más específicos, véase, D. Staudenmayer, Com-
mentary art. 8: Objective requirements for conformity, in EU Digital Law Article–by–Article 
Commentary (dir. R. Schulze y D. Staudenmayer), Baden-Baden, 2020, p. 135.

33  STJUE 4 junio 2015, C-497/13, Caso Kroukje Faber/Autobedrift Hazet Ochten BV. La 
doctrina considera que, en el caso de que estemos tratando con criterios relativos a pactos entre 
las partes, parece mucho más razonable que el comprador asuma la carga de la prueba. En este 
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4.1.  El precepto que introduce los criterios subjetivos en la Directiva 
2019/771 es el art. 6, cual reza del siguiente modo: «Para estar en confor-
midad con el contrato de compraventa, los bienes, en particular, cuando 
sea de aplicación:

a)  Serán acordes a la descripción, el tipo, la cantidad y la calidad y 
poseerán la funcionalidad, compatibilidad, interoperabilidad y demás ca-
racterísticas según disponga el contrato de compraventa;

b)  Serán aptos para los fines específicos para los que el consumidor 
los necesite y que este haya puesto en conocimiento del vendedor como 
muy tarde en el momento de la celebración del contrato, y respecto de los 
cuales el vendedor haya expresado su aceptación;

c)  Se entregarán junto con todos los accesorios e instrucciones, tam-
bién en materia de instalación, según disponga el contrato, y

d)  Se suministrarán con actualizaciones según disponga el contrato de 
compraventa»34.

sentido, C. Lasheras Romero, La falta de conformidad en el derecho de consumidores: Especial 
referencia al concepto y tipos, Rev. der. pat., 35, 2014, p. 217, cuando señala que «es más adecuado 
este criterio, en tanto la falta de conformidad se sustenta sobre la insatisfacción personal del com-
prador, y, por tanto, debe soportar la carga de probar cuáles son los motivos de su insatisfacción, y 
si son lo suficientemente justificados como para activar los mecanismos y remedios que el TRLG-
DCU pone a su disposición». En cambio, cuando el criterio al que nos referimos está basado, por 
ejemplo, en el modelo que el vendedor muestra comprador, habida cuenta de la dificultad que 
puede tener este último para demostrar qué le enseñó «parece que lo más acertado es que sea el 
vendedor quien aporte la muestra», véase, J. Gutiérrez de Cos, La protección del consumidor 
en la compraventa de bienes de consumo, Publicaciones de la Universidad de León, 2018, p. 67.

34  Este artículo ha sido traspuesto en los arts. 115 y 115 bis TRLGDCU. Por lo que respecta 
al primero: «Los bienes, los contenidos o servicios digitales que el empresario entregue o sumi-
nistre al consumidor o usuario se considerarán conformes con el contrato cuando cumplan los 
requisitos subjetivos y objetivos establecidos que sean de aplicación siempre que, cuando co-
rresponda, hayan sido instalados o integrados correctamente, todo ello sin perjuicio de los dere-
chos de terceros a los que se refiere el segundo párrafo del artículo 117». En cuanto al segundo, 
se concreta que: «Para ser conformes con el contrato, los bienes y los contenidos o servicios 
digitales deberán cumplir, en particular y cuando sean de aplicación, los siguientes requisitos:

a) Ajustarse a la descripción, tipo de bien, cantidad y calidad y poseer la funcionalidad, 
compatibilidad, interoperabilidad y demás características que se establezcan en el contrato.

b) Ser aptos para los fines específicos para los que el consumidor o usuario los necesite y 
que este haya puesto en conocimiento del empresario como muy tarde en el momento de la 
celebración del contrato, y respecto de los cuales el empresario haya expresado su aceptación.

c) Ser entregados o suministrados junto con todos los accesorios, instrucciones, también en 
materia de instalación o integración, y asistencia al consumidor o usuario en caso de contenidos 
digitales según disponga el contrato.

d) Ser suministrados con actualizaciones, en el caso de los bienes, o ser actualizados, en el 
caso de contenidos o servicios digitales, según se establezca en el contrato en ambos casos».
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Las referencias a conceptos como la descripción, la calidad o el tipo no 
resultan innovadoras. Por el contrario, sí lo sería la nueva referencia a la 
cantidad como criterio de conformidad. Sin embargo, ya hemos señalado 
que la falta de entrega en sentido estricto es un supuesto que no estaría 
dentro de la órbita de la falta de conformidad, al no estar regulado por 
la Directiva 2019/771, ni tampoco lo estuvo en el pasado en la Directiva 
1999/44/CE. Esta circunstancia puede generar una serie de dudas, no solo 
porque el hecho de calificar el fenómeno como falta de entrega o falta de 
conformidad conduce a consecuencias jurídicas distintas, sino porque el 
propio régimen de la falta de conformidad no acaba de casar adecuada-
mente con la no entrega, aunque sea de parte de los bienes35. De todos 
modos, ahora no hay duda de que la entrega parcial de los bienes se co-
rrespondería con un supuesto de falta de conformidad.

Este precepto también resulta interesante por añadir algunos sustanti-
vos al concepto de conformidad, como son la «funcionalidad», «compa-
tibilidad» e «interoperabilidad». Cabe señalar que dichas propiedades, en 
principio, solo se podrían predicar de bienes con elementos digitales, pues 
no será posible que un bien «no digital» pueda definir su conformidad 
con base en dichas características, habida cuenta de la definición que se 
hace de dichos términos en la Directiva 2019/771. La doctrina considera 
que la «funcionalidad» también podría exigirse de un bien sin elementos 
digitales36 y, aunque el planteamiento es razonable, lo que pretende dicha 
expresión, a mi modo de ver, es recalcar la importancia de la variedad de 
funciones que pueden contener esa clase de bienes y que el vendedor se 
compromete a proporcionar.

El siguiente criterio subjetivo se corresponde con que el consumidor 
haya requerido un uso especial al vendedor y este haya aceptado el mis-
mo. Como señala la doctrina, el correcto cumplimiento de este criterio de 
conformidad plantea principalmente un problema de prueba37. De todos 

35  En relación con esto, L. Arnau Raventós, Remedios por falta de conformidad en contra-
tos de compraventa y de suministro de elementos digitales con varias prestaciones, en El derecho 
privado en el nuevo paradigma digital (dirs. E. Arroyo Amayuelas y S. Cámara Lapuente), 
Madrid, 2020, p. 86 ss., señala que el consumidor ante la entrega incompleta tendría dos opcio-
nes: por un lado, aceptar los bienes que ha recibido y exigir la «reparación» del resto, esto es, 
que se completase la prestación, o, por otro lado, directamente rechazar la entrega y exigir que 
esta se realizase correctamente en su totalidad. Otro interrogante podría ser si la entrega parcial 
es un defecto grave que legitimaría directamente al consumidor a solicitar la resolución o, si la 
respuesta es negativa, en qué medida la entrega parcial habilitaría al consumidor a solicitar la 
resolución del contrato; lo que analizaremos más adelante.

36  M. Castilla Barea, La nueva regulación, cit., p. 112.
37  M. Castilla Barea, o.u.c., p. 114 s., la autora señala que la Directiva 2019/771 tampoco 
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modos, en mi opinión, la inclusión de este criterio de conformidad parece 
un tanto innecesaria, pues si se trata de una característica prevista en el 
contrato de compraventa, su no materialización final se podrá reclamar 
vía art. 6.a) como un supuesto claro de falta de conformidad subjetiva, por 
no cumplir lo dispuesto en el mismo.

Siguiendo la misma argumentación que el punto anterior, los puntos c) y 
d) plantean el cumplimiento de otras previsiones contractuales, en este caso, 
de los accesorios, instrucciones y también en materia de instalación, como 
también de las actualizaciones según prevea el contrato de compraventa.

4.2.  Por lo que respecta a los criterios objetivos, ya hemos dicho que 
estos se aplicarán con independencia de los pactos a los que hayan po-
dido llegar los contratantes, por lo que en ellos es dónde más podemos 
ver reflejada la tutela del consumidor38. No obstante, el art. 7.5 Directiva 
2019/771 señala expresamente que: «No habrá falta de conformidad en 
el sentido de lo dispuesto en los apartados 1 o 3 cuando, en el momento 
de la celebración del contrato, el consumidor hubiese sido informado de 
manera específica de que una determinada característica de los bienes se 
apartaba de los requisitos objetivos de conformidad establecidos en los 
apartados 1 o 3 y el consumidor hubiese aceptado de forma expresa y por 
separado dicha divergencia en el momento de la celebración del contrato 
de compraventa». Por lo que será posible que, mediante una estipulación 
concreta entre las partes, y por separado, no se aplique uno de los cri-

profundiza mucho en la forma de verificar el pacto, si son necesarias declaraciones expresas o, 
por el contrario, bastarían actos concluyentes. En relación con este criterio de conformidad, la 
doctrina mayoritaria ha considerado que bastaría una aceptación tácita, véase, en este sentido, 
Á. Juárez Torrejón, La protección contractual del consumidor por las faltas de conformidad 
de los productos, Valencia, 2015, p. 175. Sin embargo, no veo otra forma de probar la existencia 
de dicha admisión por parte del vendedor si no hay un reflejo en el propio contrato de compra-
venta, documento que haga las veces de resguardo de la misma u otra forma de verificarlo. No 
tendría sentido que el comprador pudiera alegar que el vendedor aceptó un uso especial si no se 
puede comprobar fehacientemente.

38  S. Cámara Lapuente, Un primer balance de las novedades del RDL 7/2021, de 27 de abril 
para la defensa de los consumidores en el suministro de contendidos y servicios digitales: (La transpo-
sición de las Directivas 2019/770 y 2019/771), en Diar. l. l., 9887, 2021, p. 37 s., señala la importancia 
que pueden tener los criterios objetivos como medida de protección al consumidor, de forma que, 
una cláusula contractual que de forma sorpresiva para el consumidor pueda alterar el contenido 
contractual causando un desequilibrio entre precio y contraprestación, por ejemplo, eliminando 
uno de los criterios objetivos podría ser abusiva por falta de transparencia. A mi parecer, esta claú-
sula debería ser analizada cuidadosamente, ya que es posible establecer un acuerdo expreso me-
diante el cual se elimine uno de los criterios de conformidad (art. 7.5 Directiva 2019/771).
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terios objetivos de conformidad39. Dicho esto, el art. 7.1 de la Directiva 
2019/771 dispone lo siguiente: «1. Además de cumplir cualesquiera requi-
sitos subjetivos para la conformidad, los bienes:

a) serán aptos para los fines a los que normalmente se destinen bienes del 
mismo tipo, teniendo en cuenta, cuando sea de aplicación, toda norma vi-
gente de la Unión o nacional, toda norma técnica existente o, a falta de dicha 
norma técnica, todo código de conducta específico de la industria del sector;

b) cuando sea de aplicación, poseerán la calidad y corresponderán a la 
descripción de la muestra o modelo que el vendedor hubiese facilitado al 
consumidor antes de la celebración del contrato;

c) cuando sea de aplicación, se entregarán junto con los accesorios, en 
particular el embalaje, y las instrucciones de instalación o de otro tipo que 
el consumidor pueda razonablemente esperar recibir;

d) presentarán la cantidad y poseerán las cualidades y otras característi-
cas, en particular respecto de la durabilidad, funcionalidad, compatibilidad y 
seguridad, que presentan normalmente bienes del mismo tipo y que el con-
sumidor pueda razonablemente esperar, dada la naturaleza de los bienes y 
teniendo en cuenta cualquier declaración pública realizada por el vendedor, 
o en su nombre, por otras personas en fases previas de la cadena de transac-
ciones, incluido el productor, especialmente en la publicidad o el etiquetado».

Este artículo debe ser estudiado junto con el art. 7.2 de la Directiva 
2019/771, pues vendría a excepcionar la vinculación de las declaraciones 
públicas en algunos casos: «2. El vendedor no quedará obligado por las de-
claraciones públicas a que se refiere el apartado 1, letra d), si demuestra que:

a) desconocía tal declaración pública y no cabía razonablemente espe-
rar que la conociera;

b) en el momento de la celebración del contrato, la declaración pública 
había sido corregida del mismo modo en el que había sido realizada o de 
modo similar, o

c) la declaración pública no pudo influir en la decisión de adquirir los 
bienes»40.

39  La doctrina italiana ha especificado que dicha exclusión de responsabilidad debería ope-
rar únicamente sobre «características particulares de los bienes», pero no tendría sentido que 
se pudiera excluir un requisito objetivo de conformidad en general, como el relativo a propor-
cionar actualizaciones de seguridad para mantener al bien en conformidad durante el plazo de 
garantía de legal, pues de lo contrario sería posible rebajar excesivamente la tutela del consumi-
dor, véase A. De Francheschi, La vendita di beni con elementi digitali, Napoli, 2019, p. 65.

40  La trasposición española se ha efectuado en el art. 115 ter.1 y queda del siguiente modo: 
«1. Además de cumplir cualesquiera requisitos subjetivos para la conformidad, los bienes y los 
contenidos o servicios digitales deberán cumplir todos los siguientes requisitos:
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Igualmente, la Directiva 2019/771 presta especial atención a la obliga-
ción del vendedor de proporcionar actualizaciones necesarias para man-
tener los bienes en conformidad. Esto se puede observar en el art. 7.3, 
mientras que el siguiente, el 7.4, concreta las consecuencias de que el con-
sumidor no instale las actualizaciones: «3. En el caso de los bienes con ele-
mentos digitales, el vendedor velará por que se comuniquen y suministren 
al consumidor las actualizaciones, incluidas las relativas a la seguridad, 
que sean necesarias para mantener dichos bienes en conformidad, durante 
el período:

a) que el consumidor pueda razonablemente esperar habida cuenta del 
tipo y la finalidad de los bienes y los elementos digitales, y teniendo en 
cuenta las circunstancias y la naturaleza del contrato, cuando el contrato 
de compraventa establezca un único acto de suministro del contenido di-
gital o servicio digital, o

b) señalado en el artículo 10, apartado 2 o apartado 5, según correspon-
da, cuando el contrato prevea el suministro continuo del contenido digital 
o servicio digital durante un período.

a) Ser aptos para los fines a los que normalmente se destinen bienes o contenidos o servicios 
digitales del mismo tipo, teniendo en cuenta, cuando sea de aplicación, toda norma vigente, toda 
norma técnica existente o, a falta de dicha norma técnica, todo código de conducta específico 
de la industria del sector.

b) Cuando sea de aplicación, poseer la calidad y corresponder con la descripción de la 
muestra o modelo del bien o ser conformes con la versión de prueba o vista previa del contenido 
o servicio digital que el empresario hubiese puesto a disposición del consumidor o usuario antes 
de la celebración del contrato.

c) Cuando sea de aplicación, entregarse o suministrarse junto con los accesorios, en particu-
lar el embalaje, y las instrucciones que el consumidor y usuario pueda razonablemente esperar 
recibir.

d) Presentar la cantidad y poseer las cualidades y otras características, en particular respecto 
de la durabilidad del bien, la accesibilidad y continuidad del contenido o servicio digital y la fun-
cionalidad, compatibilidad y seguridad que presentan normalmente los bienes y los contenidos o 
servicios digitales del mismo tipo y que el consumidor o usuario pueda razonablemente esperar, 
dada la naturaleza de los mismos y teniendo en cuenta cualquier declaración pública realizada por 
el empresario, o en su nombre, o por otras personas en fases previas de la cadena de transacciones, 
incluido el productor, especialmente en la publicidad o el etiquetado. El empresario no quedará 
obligado por tales declaraciones públicas, si demuestra alguno de los siguientes hechos:

1.º Que desconocía y no cabía razonablemente esperar que conociera la declaración en 
cuestión.

2.º Que, en el momento de la celebración del contrato, la declaración pública había sido 
corregida del mismo o similar modo en el que había sido realizada.

3.º Que la declaración pública no pudo influir en la decisión de adquirir el bien o el conte-
nido o servicio digital».
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En caso de que el consumidor no instale en un plazo razonable las 
actualizaciones proporcionadas de conformidad con el apartado 3, el ven-
dedor no será responsable de ninguna falta de conformidad causada úni-
camente por la ausencia de la correspondiente actualización, siempre que:

a) el vendedor hubiese informado al consumidor acerca de la disponi-
bilidad de la actualización y de las consecuencias en caso de que el consu-
midor no la instalase, y

b) el hecho de que el consumidor no instalase la actualización o no lo 
hiciese correctamente no se debiera a deficiencias en las instrucciones de 
instalación facilitadas al consumidor»41.

Por último, el art. 8 de la Directiva 2019/771 al igual que ya hacía su 
predecesora equipara la incorrecta instalación de los bienes con una falta 
de conformidad. Igualmente, opta por una solución similar, esto es, la 
incorrecta instalación de los bienes podrá venir dada tanto si esta era a 
cargo del vendedor, como también si, aunque no era a cargo del vendedor 
y, en consecuencia, debía hacerla el consumidor, éste no ha conseguido 

41  Las precisiones entorno a las actualizaciones de los bienes con elementos digitales han 
sido traspuestas en los arts. 115 ter.2, 3 y 4: «2. En el caso de contratos de compraventa de bienes 
con elementos digitales o de suministro de contenidos o servicios digitales, el empresario velará 
por que se comuniquen y suministren al consumidor o usuario las actualizaciones, incluidas las 
relativas a la seguridad, que sean necesarias para mantener la conformidad, durante cualquiera 
de los siguientes períodos:

a) Aquel que el consumidor o usuario pueda razonablemente esperar habida cuenta del tipo 
y la finalidad de los bienes con elementos digitales o de los contenidos o servicios digitales, y 
teniendo en cuenta las circunstancias y la naturaleza del contrato, cuando el contrato establezca 
un único acto de suministro o una serie de actos de suministro separados, en su caso.

b) Aquel en el que deba suministrarse el contenido o servicio digital con arreglo al contrato 
de compraventa de bienes con elementos digitales o al contrato de suministro, cuando este 
prevea un plazo de suministro continuo durante un período de tiempo. No obstante, cuando 
el contrato de compraventa de bienes con elementos digitales prevea un plazo de suministro 
continuo igual o inferior a tres años, el período de responsabilidad será de tres años a partir del 
momento de la entrega del bien.

3. En caso de que el consumidor o usuario no instale en un plazo razonable las actualizacio-
nes proporcionadas de conformidad con el apartado anterior, el empresario no será responsable 
de ninguna falta de conformidad causada únicamente por la ausencia de la correspondiente 
actualización, siempre que se cumplan las siguientes condiciones:

a) El empresario hubiese informado al consumidor o usuario acerca de la disponibilidad de 
la actualización y de las consecuencias de su no instalación; y

b) El hecho de que el consumidor o usuario no instalase la actualización o no lo hiciese 
correctamente no se debiera a deficiencias en las instrucciones facilitadas.

4. Cuando el contrato prevea el suministro continuo de contenidos o servicios digitales a lo 
largo de un período, estos serán conformes durante todo ese período».
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realizarla correctamente por deficiencias en las instrucciones: «Toda falta 
de conformidad derivada de una instalación incorrecta de los bienes será 
considerada una falta de conformidad de los bienes, si:

a) la instalación formaba parte del contrato de compraventa y fue rea-
lizada por el vendedor o bajo su responsabilidad, o

b) estaba previsto que la instalación la realizase el consumidor, fue rea-
lizada por este y la instalación incorrecta se debió a deficiencias en las 
instrucciones de instalación proporcionadas por el vendedor o, en el caso 
de bienes con elementos digitales, proporcionadas por el vendedor o por 
el proveedor de los contenidos o servicios digitales»42.

La referencia al «tipo» de los bienes como piedra guía para determinar 
los usos que podemos esperar de los bienes no resuelve mucho, porque 
como señala la doctrina inglesa es completamente contex–dependent43. 
Asimismo, poner el foco en la perspectiva del consumidor no ayuda nada, 
pues es posible que un determinado bien de consumo sea usualmente uti-
lizado para un fin distinto para el que fue creado44. Ante esta situación 
tenemos dos límites: Por un lado, el criterio de «normalidad» nunca per-
mitiría poder relacionar un bien con un destino poco común, por mucho 

42  La trasposición definitiva al ordenamiento español se ha concretado en el art. 115 quáter 
TRLGDCU, que sigue el mismo esquema recogido por la Directiva, salvo por la inclusión, 
como viene siendo habitual de los servicios y contenidos digitales en un mismo artículo. En 
ese caso, en lugar de hablar de instalación, el legislador opta por la palabra integración mucho 
más acorde con la naturaleza de esa clase de bienes: «La falta de conformidad que resulte de una 
instalación incorrecta del bien o integración incorrecta de los contenidos o servicios digitales en 
el entorno digital del consumidor o usuario se equiparará a la falta de conformidad, cuando se 
de alguna de las siguientes condiciones:

a) La instalación o integración incorrecta haya sido realizada por el empresario o bajo su 
responsabilidad y, en el supuesto de tratarse de una compraventa de bienes, su instalación esté 
incluida en el contrato.

b) En el contrato esté previsto que la instalación o la integración la realice el consumidor o 
usuario, haya sido realizada por éste y la instalación o la integración incorrecta se deba a defi-
ciencias en las instrucciones de instalación o integración proporcionadas por el empresario o, en 
el caso de bienes con elementos digitales, proporcionadas por el empresario».

43  C. Twigg-Flesner, Conformity of Goods, cit., p. 60.
44  C. Twigg-Flesner, o.u.c., p. 60 s., pone un ejemplo bastante curioso, señala que los des-

tornilladores se usan muchas veces para abrir botes de pintura, a falta de un abrelatas, aunque 
el fin para el que fueron creados es quitar y poner tornillos. En realidad, lo que quiere poner 
de relieve es la poca finura del legislador de la Unión Europea a la hora de redactar el precepto, 
que lo hace demasiado enfocado en la perspectiva del consumidor cuando en realidad, debería 
poner la atención en el lado del proveedor «supplier». Esto contrasta con la UK’s Consumer 
Rights Act, que en su art. 9.3.a) sí se pone en la perspectiva del «supplier» cuando dice «purposes 
for which the goods are usually supplied».
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que haya bienes de la misma clase que sean capaces de cumplir dicho fin. 
Por otro lado, contemplado lo anterior, el vendedor siempre podrá pro-
tegerse haciendo uso del art. 7.5 que ya hemos puesto de manifiesto, en el 
supuesto de que sepa que un determinado bien que comercializa no res-
ponde a un fin al que normalmente se destinan bienes de la misma clase.

La inclusión de la muestra o modelo como parámetro de conformidad 
vendría a demostrar que la «venta de muestra», tal y como la ha defini-
do la doctrina45 no es atípica en nuestro derecho. Entonces, quedaría por 
fijar cuál es el valor que puede tener la misma a efectos de determinar el 
cumplimiento del contrato o no. A este respecto entendemos, que, si el 
vendedor entrega una muestra al comprador, este último podrá exigir al 
primero que todas las características observadas en ella se cumplan en el 
bien definitivamente entregado46. Para terminar, la doctrina se ha hecho 
eco de los evidentes problemas de prueba que puede generar este tipo 
de compraventa47, a mi parecer resultaría excesivo que el consumidor tu-
viera que probar la existencia de la muestra o modelo, del mismo modo 
que tener que consignarla como posible solución a este respecto. Parece 
mucho más razonable el recurso a la publicidad, al etiquetado y a las des-
cripciones del vendedor, sin perjuicio de que este último pueda valerse de 
modelos en su tienda física de cara al consumidor.

En cuanto a lo que razonablemente puede esperar el consumidor reci-
bir en relación a los accesorios debería ir en la línea de aquello que sea típi-
co en dicho contrato y lo habitual en las prácticas y usos del sector. De lo 
contrario, no se podría determinar de forma objetiva lo esperable en este 
extremo. En consecuencia, si no es habitual recibir un paquete reciclable, 
no se podría exigir. Diferente sería el hecho que, en ese ámbito, sí que sea 
habitual o se corresponda con prácticas comunes48.

45  M.J. Marín López, La muestra o modelo como parámetro de conformidad del bien ven-
dido, en Rev. Cesco, núm. 4, 2012, p. 214. Se trata de una compraventa que «se caracteriza por 
la forma especial de determinación del género al que ha de pertenecer la cosa que se entregue».

46  A.M. Morales Moreno, Art. 35, en La compraventa internacional de mercaderías. Co-
mentario de la Convención de Viena (dir. L. Díez–Picazo), Madrid, 2006, p. 303, llama a esta 
cualidad la «función atributiva» de la muestra. La cual vendría a obligar al vendedor a entregar 
bienes que se correspondan con ella tanto por lo que respecta al tipo como a la calidad. Asimis-
mo, la muestra puede jugar a favor del vendedor en el sentido de que el comprador no podrá 
exigir ninguna característica que estuviera presente en el bien cuando se lo mostró. Esto es lo 
que el citado autor denomina «función excluyente» de la muestra o modelo.

47  A.M. Morales Moreno, o.u.c., p. 311, este autor también indica que dadas las peculia-
ridades probatorias de este extremo tendrá que ser el que alegue la falta de concordancia quien 
pruebe la utilización de la muestra o modelo.

48  C. Twigg-Flesner, Conformity of Goods, cit., p. 64, para poner de manifiesto lo contro-
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Sobre las características que el consumidor puede razonablemente es-
perar destacaría la referencia a cualidades como son la «cantidad», «du-
rabilidad» y «seguridad». No parece que tenga mucho sentido incluir la 
cantidad como requisito objetivo de conformidad, cuando se corresponde 
con algo que el consumidor escoge expresamente. De hecho, es una de las 
pocas cosas que el comprador puede elegir a su antojo en la compraventa 
de consumo. Salvo que se refiera a algo más profundo, es decir, que algu-
nos bienes suelen vender en ciertas cantidades y no tiene mucho sentido 
comprar uno solo. Por ejemplo, cuando se adquiere una caja de tapones 
para los oídos, la caja incluye varios pares, tal vez, un total de diez tapones.

No obstante, los cambios no acaban ahí, pues también se indica que los 
bienes deberán poseer «durabilidad» y «seguridad». En ese sentido, tam-
bién nos podemos plantear en qué medida podemos fijar la durabilidad de 
los bienes y, más aún, como puede el vendedor o productor informar sobre 
ella de una forma transparente, habida cuenta del fenómeno de la «obsoles-
cencia programada» que muchos conocemos49. Respecto de la seguridad, 
llama especialmente la atención si pensamos en bienes con elementos digita-
les, puesto que eso implicaría necesariamente que el vendedor debería pro-
porcionar actualizaciones de seguridad ya lo previese el contrato o no. Al 
menos, durante el plazo de garantía legal, debido a que, sin dichas actualiza-
ciones, es muy seguro que el dispositivo en cuestión sea víctima de malware 
como virus, troyanos, spyware, etc. Con carácter general, entendemos que 
los bienes deberán presentar las medidas de seguridad necesarias para que 
estos no dañen al usuario o a sí mismos por un uso normal y adecuado.

En cuanto a la integración de la publicidad en el contrato, debemos 
tener claro que no toda afirmación publicitaria podrá tener como conse-

vertido de esta determinación plantea que lo que razonablemente puede esperar el consumidor 
siempre tendrá cierta subjetividad, y pone como ejemplo que el consumidor espere recibir un 
paquete o embalaje reciclable. Sin embargo, como sostengo, creo que esa exigencia podrá com-
probarse atendiendo a lo que sea habitual en el ámbito o sector de que se trate.

49  Coincide la doctrina en considerar que los avances en durabilidad que propone la Di-
rectiva son, en realidad, bastante «tímidos» pues poco se puede esperar teniendo en cuenta el 
problema de la obsolescencia programada o planificada, cuando la Directiva solamente obliga 
a establecer períodos de garantía de dos años. Véase, a este respecto, M. García Goldar, Pro-
puestas, cit., p. 100, J. Morais Carvalho, Introducción, cit., p. 39 y A. Michel y E. Van Gool, 
The New Consumer Sales Directive 2019/771 and Sustainable Consumption, in Jour. eur. cons. 
mark. l., 4, 2021, p. 136-148. También resulta muy interesante el estudio de M. D’Onofrio, Il 
difetto, cit., pp. 53 y 119, quien incide en la configuración de la durabilidad de los bienes como 
nuevo criterio de conformidad, desarrollando cómo se podría combatir la circunstancia de que 
los bienes duren menos de lo esperable a pesar de que haya finalizado el plazo de garantía legal, 
especialmente cuando existe una acción u omisión por parte del fabricante para que así sea.
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cuencia su integración en el contrato, sino que será necesario que cumpla 
ciertos presupuestos50. Para empezar, deberá realizarse por el vendedor, o 
por cualquier otra persona que durante la cadena de transacciones hable 
en su nombre, como puede ser su representante comercial, pero también 
el propio artículo incluye al productor y, en segundo lugar, para poder 
desplegar el deber de conformidad con el contrato, no podrá referirse a 
cualquier circunstancia, sino que deberá centrarse en las concretas carac-
terísticas o cualidades del bien51.

Sobre el etiquetado de los bienes cabe destacar la ingente normativa regla-
mentaria existente en relación con el mismo, que va, sin ánimo de ser exhaus-
tivo, desde el Real Decreto 1801/2003, de 26 de diciembre, sobre seguridad 
general de los productos, al Reglamento UE, 2017/1369 del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo, de 4 de julio de 2017, por el que se establece un marco 
para el etiquetado energético, que entró en vigor el 1 de marzo de 2021.

En ese sentido, se puede argumentar que el incumplimiento de dicha 
normativa reglamentaria sobre etiquetado de los bienes de obligado cum-
plimiento para los Estados Miembros puede suponer un caso de falta de 
conformidad. Siguiendo los ejemplos anteriores, un electrodoméstico que 
no siguiese el etiquetado energético que marca el mencionado Reglamento 
no podría considerarse conforme en la medida que no cumpliría con las 
exigencias básicas que, por ejemplo, establece el art. 18 TRLGDCU, esto 
es, la identificación del bien es deficiente. Asimismo, un producto que pu-
diera considerarse inseguro desde la aplicación del Real Decreto 1801/2003 
(imaginemos que no presenta la etiqueta CE [art. 3.5]) también debería ser 
considerado disconforme, simplemente porque no presentaría las caracte-
rísticas mínimas que un consumidor medio pueda razonablemente esperar.

50  Para A.M. Morales Moreno, Declaraciones públicas y vinculación contractual (Re-
flexiones sobre una Propuesta de Directiva), en An. der. civ., 52, 1, 1999, p. 272-274, los presu-
puestos que se deben cumplir son los siguientes: «a) Que la afirmación publicitaria provenga 
del vendedor, del productor o de su representante; b) Que la afirmación publicitaria se refiera a 
cualidades del objeto que incidan en la conformidad del mismo; c) Que la declaración pública 
genere una confianza justificada en el consumidor acerca de las cualidades del bien; d) Que la 
atribución de características al bien sea concreta».

51  La doctrina es unánime al considerar que no cualquier tipo de declaración puede ser rele-
vante a efectos del deber de conformidad, véase L.A. Sanz Valentín, La Directiva 1999/44/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre determinados aspectos de la venta y las garantías 
de los bienes de consumo, en Act. civ., 35, 1999, p. 1082, y M. Castilla Barea, La nueva regu-
lación, cit., p. 135. Esta autora, pone de manifiesto la diferencia entre la publicidad meramente 
persuasiva y la publicidad informativa. Entiende que la primera se corresponde con un tipo 
de publicidad que no puede vincular al vendedor, dado que simplemente tiene como finalidad 
incitar a la venta, pero, en ningún caso, atribuye una característica verosímil al bien.
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5.  El régimen contenido en la Directiva 2019/771 mantiene un esque-
ma muy similar al que ya estableció en el pasado la Directiva 1999/44/CE, 
en ese sentido, la doctrina considera que la responsabilidad que asume el 
vendedor de bienes de consumo es una responsabilidad de corte objetivo 
por el incumplimiento de su obligación de entregar bienes de consumo 
conformes con el contrato52. Esto se debe, principalmente, a que para de-
terminar si el vendedor ha cumplido o no se prescindiría de la diligencia 
desplegada por el mismo. No obstante, del análisis de las características 
de la responsabilidad del vendedor se puede concluir que su obligación 
de entrega estaría conectada con una garantía de conformidad53, siendo 
obligación y garantía dos conceptos distintos54, idea que vendría refor-
zada por el hecho de que, para la calificación de un defecto como falta de 
conformidad, resultaría irrelevante el conocimiento o desconocimiento 
de la misma por el vendedor, incluso por parte del consumidor.

Por este motivo, podemos indicar que las consecuencias jurídicas apli-
cables a la calificación de un supuesto como falta de entrega o como falta 
de conformidad son diferentes. Como se ha adelantado al principio, la 
falta de entrega stricto sensu no sería un supuesto de falta de conformidad 
y daría lugar a una solución diferente a la propia del régimen de garantías 
y servicios postventa. Es decir, la consecuencia de que el vendedor no en-
tregue los bienes55 sería la concesión de un plazo adicional adecuado a las 
circunstancias, cuyo incumplimiento habilitaría al consumidor a resolver 
el contrato, puesto que el incumplimiento en este caso ya sería esencial.

52  Véase, en este sentido, G. Izquierdo Grau, Análisis de los remedios de la Directiva UE 
2019/771, de 20 de mayo de 2019, en Rev. crít. der. in., 779, 2020, p. 1619 y M. Castilla Barea, 
La nueva regulación, cit., p. 166.

53  G. De Cristofaro, Difetto di conformità al contratto e diritti del consumatore. L’or-
dinamento italiano e la direttiva 99/44/CE sulla vendita e le garanzie dei beni di consumo, 
Padova, 1ª ed., 2000, p. 53 y ss.

54  A. Ferrante, Obligación y garantía: la cripto–naturaleza de los remedios contractuales y 
de su jerarquía en el actual panorama jurídico, en An. der. civ., 69, 3, 2016, pp. 904 y 895.

55  Cabe destacar que el propio Considerando 38 pone de manifiesto que: «La presente Di-
rectiva no debe regular el significado del término «entrega», que debe dejarse a la determinación 
del Derecho nacional, en particular, en lo que respecta a la cuestión de qué tiene que hacer el 
vendedor para cumplir su obligación de entrega de los bienes. Por otra parte, las referencias he-
chas en la presente Directiva al momento de la entrega se entienden «sin perjuicio de las normas 
sobre transmisión de riesgos establecidas en la Directiva 2011/83/UE e incorporadas en conse-
cuencia al Derecho de los Estados miembros». De igual modo, la Directiva 2019/771 no regula 
en qué plazo deben ser entregados los bienes, para ello debemos acudir a la Directiva 2011/83/
UE, la cual ha dado lugar a nuestro art. 66 bis TRLGDCU que, en defecto de pacto, señala que 
los bienes deben ser entregados en un plazo máximo de 30 días naturales.
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5.1.  En cambio, cuando el bien sí sea entregado se cumpliría el prime-
ro de los presupuestos para poder evaluar la conformidad de los bienes56, 
mientras que el segundo sería la manifestación de la falta del deber de 
conformidad durante el plazo de garantía legal57. Sin embargo, en relación 
con las ideas expuestas en el párrafo anterior, podríamos plantearnos si 
la entrega de un bien evidentemente disconforme podría ser un supuesto 
de no entrega o entrega no conforme. Parte de la doctrina sostiene que al 
consumidor podría interesarle, para no tener que someterse a la jerarquía 
de remedios, que dicha circunstancia se calificase como un supuesto de no 
entrega y, por tanto, rehusar el bien al objeto de dar un plazo adicional al 
vendedor para que proporcione un bien conforme58. De todas formas, en 
mi opinión, la entrega de un bien claramente disconforme o prontamente 
disconforme podría ser un supuesto de falta de conformidad grave (art. 
119.e) TRLGDCU) que podría habilitar al consumidor a acudir direc-
tamente a la resolución del contrato. Nada se dice si la gravedad puede 
derivar del hecho del carácter precoz de la falta de conformidad o necesa-
riamente debe existir un criterio cualitativo o cuantitativo59.

Dicho esto, la manifestación de la falta de conformidad preexistente exige 
que diferenciemos entre el plazo de garantía, prescripción y de presunción. 
La Directiva 2019/771 no obliga, en ningún momento, a los Estado Miem-
bros a establecer un plazo de prescripción para exigir las medidas correcto-
ras, por lo que la articulación de los remedios para corregir la falta de con-
formidad podría incardinarse en un único plazo de responsabilidad para el 
vendedor en el cual el defecto podría surgir. Eso sí, a la luz del Considerando 
42, en el supuesto de establecer un plazo de prescripción para las acciones 
este no debe impedir a los consumidores poder ejercitar adecuadamente sus 
derechos durante el plazo de responsabilidad del vendedor. En ese sentido, 

56  El art. 123 TRLGDCU habla de factura o tique de compra en el que conste la fecha de 
la entrega a efectos de prueba del dies a quo, o albarán de entrega si la misma fuera posterior. 

57  Por lo que respecta a la manifestación de los defectos, la doctrina ha señalado que no es 
necesario que la falta de conformidad sea evidente, sino que basta con que sea «objetivamente 
susceptible de ser descubierta por el comprador mediante el empleo de una diligencia ordina-
ria», véase, M.J. Marín López, Plazos de saneamiento y presunciones en el régimen de com-
praventa al consumo, en Tratado de la Compraventa, Homenaje al Profesor Rodrigo Bercovitz 
(coord. Á. Carrasco Perera), Cizur Menor, 1ª ed., 2013.

58  M. Castilla Barea, La nueva regulación, cit., p. 172.
59  A este respecto se echa en falta una posibilidad que permitía el Considerando 19 de la 

Directiva 2019/771, sobre la que no hay rastro en la trasposición final, una opción introducida 
por el legislador de la Unión Europea por la cual el consumidor podía acudir directamente a la 
resolución del contrato en el supuesto de faltas de conformidad ocurridas dentro de los prime-
ros 30 días después de la entrega.
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en el supuesto de que un Estado regulase un plazo de prescripción desvin-
culado del plazo de responsabilidad (garantía) o que comenzase a compu-
tarse desde el momento de entrega del bien (como sucedía antes en España), 
debería ser lo suficientemente generoso para no dificultar el ejercicio de los 
derechos al consumidor durante el plazo de responsabilidad del vendedor60.

La trasposición española ha optado por establecer un plazo de garantía 
de tres años desde la entrega del bien (art. 120.1 TRLGDCU), conecta-
do con un plazo de prescripción de cinco años desde el momento que se 
manifieste la falta de conformidad del bien (art. 124 TRLGDCU). Asi-
mismo, junto con estos dos plazos se articula un plazo de presunción de 
preexistencia de defectos, que en España se ha ampliado hasta los dos años 
(art. 121.1 TRLGDCU), por el cual se presume que las faltas de confor-
midad que surjan durante el mismo eran preexistentes, es decir, no se han 
debido, por ejemplo, por un uso posterior del bien61.

Por tanto, a modo de recapitulación, si una vez entregado un bien de 
consumo se manifiesta una falta de conformidad al año de su entrega, en 
primer lugar, se presumirá que la falta de conformidad era prexistente, 
salvo que esta presunción sea incompatible con la naturaleza del bien o la 
índole de la falta de conformidad. Por tanto, el comprador solo tendrá que 
demostrar la existencia del defecto. En segundo lugar, el consumidor po-
drá exigir la puesta en conformidad del bien adquirido, en la medida que 
la falta de conformidad ha surgido durante el plazo de garantía legal. Y, en 
tercer lugar, el comprador dispondrá de cinco años desde el momento de 
acaecimiento del defecto conformidad para poder exigir el cumplimiento 
de las medidas correctoras al vendedor.

Cabe destacar que la Directiva 2019/771 no es ajena al fenómeno de 
los bienes digitales y establece cómo actuar en el supuesto de que los 
mismos lleven incorporados tales contenidos62. En ese caso, se distingue 

60  Por ejemplo, si el plazo de prescripción se inicia a la vez que el plazo de garantía legal, 
el primero debe, al menos, coincidir con el plazo de garantía legal. En ese sentido, si la falta de 
conformidad se manifiesta dentro del plazo de responsabilidad, el consumidor podrá ejercitar 
sus derechos antes de la finalización del mismo.

61  Véase art. 10 Directiva 2019/771, que ha sido traspuesto en los arts. 120, 121 y 124 
TRLGDCU.

62  Sobre el plazo de presunción de prexistencia de defectos para estos bienes es interesante 
señalar que la trasposición española, si bien ha aumentado a dos años el plazo de presunción 
para los bienes, ha introducido un plazo de presunción de solo un año para los servicios y 
contenidos digitales. En ese sentido, el aspecto digital de los bienes parece que se sometería a 
un plazo de presunción inferior al del aspecto físico del mismo. Por el contrario, el art. 121.2 
TRLGDCU señala que cuando los elementos digitales se suministren durante un período de 
tiempo determinado, la carga de la prueba será a cargo del empresario durante todo ese tiempo. 
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entre bienes con contenidos digitales suministrados en un único acto 
o una serie de actos individuales y, en cambio, aquellos que reciben un 
suministro continuo de contenidos digitales. La cuestión radicaría en el 
hecho de que, si el bien con elementos digitales no tiene previsto un sumi-
nistro continuo de los mismos, al menos, el aspecto digital debe funcionar 
adecuadamente para mantener la integridad del todo. En consecuencia, el 
plazo de responsabilidad del vendedor se podría volver indeterminado63, 
ya que el bien debería recibir actualizaciones durante un plazo razonable 
para poder estar en conformidad (pensemos simplemente en actualizacio-
nes de seguridad). Por el contrario, si hay previsto un suministro conti-
nuo de contenidos o servicios digitales el plazo de responsabilidad deberá 
ser de, al menos, tres años no pudiendo ser inferior al previsto para los 
bienes.

Para terminar, señalaría que los bienes de segunda mano podrán so-
meterse a un plazo de garantía inferior al exigido para los bienes nuevos, 
siempre y cuando se respete el mínimo inderogable de un año desde la 
entrega (art. 120.II TRLGDCU). En ese sentido, los empresarios podrán 
pactar un plazo menor al exigido por la norma para los bienes de segunda 
mano. Sobre la presunción de preexistencia de defectos, decir que, en la 
trasposición española, coincide con el plazo mínimo de un año de garan-
tía. Desaparece para toda clase de bienes la notificación al vendedor del 
surgimiento de la falta de conformidad que antes regulaba el art. 123.5 
TRLGDCU64.

5.2.  No hace falta decir que la responsabilidad que consigna todo el 
régimen de garantías y servicios postventa gira en torno a la figura del 
vendedor, que es, en última instancia, el responsable de las faltas de con-
formidad de los bienes que proporcione al consumidor.

Sin embargo, esto no impide que sea posible dirigirse a la persona res-
ponsable de la falta de conformidad en la «cadena de transacciones». De 
hecho, el art. 18 Directiva 2019/771 habilita expresamente al vendedor a 
poder repetir contra el responsable de la falta de conformidad: «Cuando 
el vendedor sea responsable ante el consumidor de la falta de conformi-
dad resultante de una acción u omisión, en particular la omisión de sumi-
nistrar actualizaciones de bienes con elementos digitales, de conformidad 
con el artículo 7, apartado 3, de una persona en fases previas de la cadena 

63  G. Izquierdo Grau, El nuevo régimen, cit., p. 117 s.
64  España no es el único país de la Unión Europea que ha eliminado el requisito de la noti-

ficación, pues Italia también lo ha hecho. Si bien, dentro de la habilitación que concede el art. 12 
Directiva 2019/771 es perfectamente posible incluirlo.
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de transacciones, el vendedor podrá emprender acciones contra la persona 
o personas responsables en la cadena de transacciones. El Derecho nacio-
nal determinará quién es el responsable y las acciones y condiciones de 
ejercicio correspondientes».

Por otro lado, la Directiva no permite directamente al consumidor po-
der ejercer por sí mismo una acción contra el productor, pero no cierra 
la ventana a que los Estados Miembros puedan autorizarlo. Así, el Con-
siderando 63 apunta que: «La presente Directiva no debe regular la cues-
tión de si también el consumidor puede reclamar directamente contra una 
persona que interviene en fases anteriores de la cadena de transacciones, 
excepto en aquellos casos en que el productor ofrezca al consumidor una 
garantía comercial con respecto a los bienes».

No obstante, la trasposición española sí permite al consumidor poder 
actuar contra el productor cuando «le resulte imposible o le suponga una 
carga excesiva dirigirse al empresario» (art. 125.1 TRLGDCU). Esto es, 
podemos imaginarnos un supuesto en el que el empresario haya cerrado 
su negocio, pero el producto sigue teniendo un fabricante, por ejemplo, 
la marca del bien vendido. Asimismo, la norma también podría estar pen-
sando en una situación en que el bien haya sido adquirido en una tienda 
en el extranjero a la que sea muy complicado poder dirigirse. En cuyo 
caso, sería razonable que el consumidor no tuviera que acudir a la misma 
y pudiera simplemente reclamar directamente al productor del bien65.

Para terminar, resulta muy interesante poner de relieve una cuestión 
que pasa desapercibida en el Considerando 23 de la Directiva 2019/771: 
«Los prestadores de plataformas pueden ser considerados vendedores a 
los efectos de la presente Directiva si actúan con fines relacionados con 
sus propias actividades y en calidad de socio contractual directo del con-
sumidor en la compraventa de bienes. Los Estados miembros deben se-
guir teniendo la libertad de ampliar la aplicación de la presente Directiva 
a los prestadores de plataformas que no cumplan los requisitos para ser 
considerados vendedores a los efectos de la presente Directiva».

65  La doctrina plantea como supuestos de carga excesiva aquellos en los cuales al consumi-
dor le suponga un coste económico muy elevado o un esfuerzo importante: «el vendedor ha 
devenido insolvente, cuando el establecimiento del vendedor está en el extranjero o, estando en 
el mismo país, está alejado del lugar de residencia habitual del consumidor, cuando se trata de 
un vendedor ambulante, cuando se ha reclamado previamente al vendedor y la reclamación ha 
resultado infructuosa (la reclamación es infructuosa si el vendedor se niega tarda excesivamente 
en contestar o si la reparación es defectuosa)», E. Algarra Prats, La acción contra el fabrican-
te. Garantía del fabricante y acción directa, en Tratado de la Compraventa (dir. Á. Carrasco 
Perera), II, Pamplona, 2013, p. 1584.
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Es decir, la Directiva reconoce expresamente que cuando el prestador 
de la plataforma digital sea socio contractual directo del consumidor, el 
primero podrá ser considerado vendedor a efectos de la Directiva. Esto 
es bastante obvio, si Amazon vende directamente productos suyos a los 
clientes de su plataforma es prístino que será considerado vendedor. La 
cuestión que abre la Directiva es que puedan ser considerados vendedo-
res cuando no cumplan los requisitos anteriores, esto es, entendemos que 
cuando sean meros intermediarios, circunstancia que es bastante habitual 
en este tipo de plataformas66. Véase, en términos generales, Amazon Mar-
ketplace o Ebay.

De todos modos, no hay evidencias de dicha apuesta en la norma de 
trasposición por lo que podemos concluir fácilmente que solo habrá que 
tener presente la primera consideración. De haber decidido extender en 
ese sentido el ámbito de aplicación de la Directiva, se hubiesen desencade-
nado grandes repercusiones a nivel práctico y no menores problemas de 
orden sistemático que hubiera sido necesario abordar67.

Aun así, no podemos sino criticar la decisión que ha tomado en última 
instancia la Unión Europea que pasa, como en otros aspectos de la Direc-
tiva analizada, por dejar un asunto de tal envergadura a la discrecionalidad 
de los Estados Miembros. Cuando no olvidemos que, en muchas ocasio-
nes, será complicado determinar con exactitud si la plataforma online es 
simplemente es un mero intermediario o, en realidad, debería ser consi-
derada parte contractual en atención a las obligaciones que asume con 
el consumidor. A este respecto, la doctrina italiana se ha planteado si las 
plataformas online deberían ser consideradas parte contractual cuando su 
rol en la transacción pueda afectar a las legítimas expectativas del consu-

66  G. Izquierdo Grau, El nuevo régimen, cit., p. 45, critica que no se haya definido ade-
cuadamente cuando se podrá entender que las plataformas no cumplen los requisitos para no 
ser consideradas parte contractual directa, si bien coincide en la idea de que, con la mera inter-
mediación, en principio, no les puede otorgar la categoría de vendedores. Sobre esta cuestión, 
véase F. Gómez Pomar, El nuevo derecho europeo de la venta a consumidores: una necrológica 
de la Directiva 1999/44, en Rev. InDret, 4, 2019, p. 6 s., y E. Arroyo Amayuelas, Entra en vi-
gor el Real Decreto Ley 7/2021 (Compraventa de bienes de consumo y suministro de contenidos 
y servicios digitales al consumidor), en Rev. Cesco, 41, 2022, p. 22 s.

67  Sobre plataformas que intermedian en línea véase el trabajo de M. Cuena Casas, La 
contratación a través de plataformas intermediarias en línea, en Cuad. der. trans., 12, 2, 2020, p. 
336, quien acertadamente señala que: «Dado que la plataforma tiene la consideración de empre-
sario, al contrato que celebre con los usuarios que tengan la consideración de consumidores le 
será de aplicación la normativa de protección de consumidores contenida en el Texto Refundido 
de la Ley de Consumidores y Usuario (…) Cosa distinta es que, (…) sea difícil en ocasiones 
determinar si nos encontramos ante un prosumer o un empresario».
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midor, ya que no es menos cierto que su imagen de marca puede jugar un 
papel decisivo en el comportamiento del consumidor68.

5.3.  Una vez verificada la falta de conformidad en el bien adquirido, 
la cual debe ser preexistente a la entrega y manifestarse durante el plazo 
de garantía legal, el comprador tendrá a su disposición una serie de reme-
dios contenidos en la normativa de protección al consumidor (art. 117.1 
TRLGDCU). Tales remedios responden a un esquema basado en la jerar-
quía entre primarios (reparación y sustitución) y secundarios (reducción 
del precio y resolución del contrato).

De esta forma, surgida la falta de conformidad, el consumidor no po-
drá elegir cualquiera de los remedios que dispone el TRLGDCU, como 
pudiera ser la resolución del contrato. Esto es, el cumplimiento en espe-
cífico se erige como medida prioritaria ante el incumplimiento del vende-
dor, por tanto, solamente cuando el incumplimiento se haya vuelto esen-
cial, por buscar una correspondencia con lo preceptuado en el art. 1124.
II CC aplicable a las relaciones entre particulares, podremos acudir a los 
remedios subsidiarios69.

No obstante, que se mantenga el mismo sistema de remedios no es 
óbice a que hayan tenido lugar algunos ajustes interesantes en el mis-

68  A. De Francheschi, La vendita, cit., pp. 72 y 73, señala que, tal vez, como en su día es-
tablecía la Propuesta de la Directiva 2011/83/EU en su art. 7, los prestadores deberían informar 
al consumidor claramente si son meros intermediarios, de forma que el consumidor sea siempre 
plenamente consciente de qué sujeto asume cada una de las obligaciones contractuales. De lo 
contrario, deberían ser considerados parte contractual directa.

69  Se muestran favorables a primar las modalidades de cumplimento forzoso frente a los 
defectos de conformidad, J. Lete Achirica, La propuesta de Directiva sobre Derechos de los 
Consumidores: nihil novum sub sole, en Estudios Jurídicos en memoria del profesor José Manuel 
Lete del Río (coord. M.ª P. García Rubio), Madrid, 2009, p. 509; J. Marín López, Comentario 
art. 117 TRLGDCU, en Comentario del Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias (dir. R. Bercovitz Rodríguez-Cano), 
Pamplona, 2009, p. 1486; E. Torrelles Torrea, Ad art. 119 TRLGDCU, en Comentarios 
a las Normas de Protección de los Consumidores. Texto refundido (RDL 1/2007) y otras leyes 
y reglamentos vigentes en España y en la Unión Europea (dir. S. Cámara Lapuente), Madrid, 
2011, p. 1091 s.; E. Llamas Pombo, La compraventa, cit., p. 933, K.J. Albiez Dohrmann, Los 
modelos europeos en las proyectadas reformas de la compraventa en el Código civil, en Estudios 
sobre el contrato de compraventa. Análisis de la Trasposición de la Directiva 2011/83/UE en los 
ordenamientos españoles y alemán (dirs. A. Ortí Vallejo y M. Jiménez Horwitz), Cizur Menor, 
2016, p. 85 s.; I. Sánchez Ruiz De Valdivia, La reforma del contrato de compraventa a través 
de la adopción de un concepto único y articulado de incumplimiento, en Estudios sobre el contra-
to de compraventa. Análisis de la Trasposición de la Directiva 2011/83/UE en los ordenamientos 
españoles y alemán (dirs. A. Ortí Vallejo y M. Jiménez Horwitz), Cizur Menor, 2016, p. 194.
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mo70. La primera pregunta que nos podemos plantear es si resulta de apli-
cación el art. 3.7 de la Directiva 2019/771 en relación con el Considerando 
19, que autorizaba a los Estados miembros a introducir la facultad con-
sistente en que el consumidor pueda elegir una «medida correctora con-
creta» ante una falta de conformidad que se manifieste poco después de la 
entrega (en un plazo no superior a 30 días). De introducirse esta norma, 
tendría lugar una alteración del esquema de subsidiariedad que ha regido 
a la compraventa de bienes de consumo, siempre y cuando se trate de 
defectos precoces, lo que seguramente fomentaría entre los empresarios y 
vendedores una especial preocupación por ofrecer al consumidor bienes 
conformes.

De todos modos, en mi opinión, ni el legislador italiano ni el legisla-
dor español, han hecho uso de esta opción. Por tanto, acaecida la falta de 
conformidad prontamente, deberá seguir el mismo esquema que el resto 
de supuestos, salvo que, por dicha circunstancia podamos considerar que 
el defecto es de tal gravedad que sí que estaría justificada una inmediata 
resolución del contrato (art. 119.e) TRLGDCU).

Y, es que, por el contrario, sí que ha tenido lugar la inclusión de lo 
contemplado en el Considerando 52 de la Directiva 2019/771, que au-
torizaba a los Estados Miembros a introducir disposiciones relativas a la 
posibilidad de solicitar inmediatamente la resolución del contrato o la re-
ducción del precio ante determinadas situaciones que lo justifiquen. En 
consecuencia, ahora los consumidores podrán acudir directamente a los 
remedios subsidiarios si: «la falta de conformidad es de tal gravedad que 
se justifica la reducción inmediata del precio o la resolución del contrato 
de compraventa».

Igualmente, se consolida una tendencia jurisprudencial consistente en 
admitir el recurso a los remedios subsidiarios cuando resulte evidente que 
el vendedor no tiene el propósito de proceder a la puesta en conformidad 

70  Sobre esta cuestión cabe tener presente la Propuesta de Directiva del Parlamento Euro-
peo y del Consejo por la que se establecen normas comunes para promover la reparación de 
bienes y se modifican el Reglamento UE 2017/2394 y las Directivas UE 2019/771 y 2020/1828 
(COM (2023) 155 final), publicada el pasado mes de marzo de 2023, y que pretende establecer la 
reparación como medida preferente respecto de la sustitución, así como introducir un derecho 
a la reparación post-garantía, aunque sea bajo precio. Concretamente, sugiere una nueva redac-
ción para el art. 13: «No obstante lo dispuesto en la parte introductoria del presente apartado, 
cuando los costes de sustitución sean iguales o superiores a los costes de reparación, el vende-
dor reparará los bienes para ponerlos en conformidad». Por lo que respecta a los interrogantes 
que puede generar esta modificación, véase M.J. Marín López, La reforma de la Directiva 
2019/771, de contratos de compraventa de bienes de consumo, contenida en la Propuesta de 
Directiva de 22 de marzo de 2023, en Cesco, Publicaciones Jurídicas, 2 junio 2023.
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del bien defectuoso, tras haber sido requerido por el comprador (judicial 
o extrajudicialmente) para llevarla a cabo71.

La nueva Directiva 2019/771 ya lo contempla en sus preceptos, con-
cretamente el art. 13.4.d), cuando dice que «el consumidor podrá exigir 
una reducción proporcionada del precio con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 15 o bien la resolución del contrato con arreglo a lo dispuesto en 
el artículo 16, en cualquiera de los supuestos siguientes: (…) d) el vende-
dor ha declarado, o así se desprende claramente de las circunstancias, que 
no pondrá los bienes en conformidad en un plazo razonable o sin incon-
venientes significativos para el consumidor», cuya plasmación definitiva 
se puede ver en el art. 119.f) TRLGDCU.

Para el resto de supuestos, en principio, deberemos pasar inicialmente 
por los remedios primarios y, en su defecto72, por los remedios subsidia-
rios73. Por lo que respecta a la relación de los remedios primarios con el 
resto de remedios y, entre ellos, cabe referirse a una nueva circunstancia 
y, es que, podemos considerar que, en atención a los pronunciamientos 
jurisprudenciales en la materia, especialmente el Caso Weber/Putz, se ha 
introducido el criterio de desproporcionalidad absoluta para su inaplica-
ción74. Esto es, no solo se podrá matizar el ius electionis del consumidor 
respecto del criterio primario elegido, cuando el escogido sea imposible 

71  SAP Madrid, 5 diciembre 2007 (Tol 1278904).
72  Por ejemplo, si el empresario no ha llevado a cabo la puesta en conformidad o no lo ha 

hecho en un plazo razonable (art. 119.b) TRLGDCU), como también si aparece una falta de 
conformidad después del intento de poner los bienes en conformidad (art. 119.d) TRLGDCU).

73  El consumidor es el titular del ius electionis entre los remedios disponibles. No obstante, 
como se ha indicado, el vendedor puede matizar la elección entre medidas primarias, en aten-
ción a la desproporción o imposibilidad de las mismas, como también negar la posibilidad de 
acudir directamente a las medidas secundarias, salvo que se trate, por ejemplo, de una falta de 
conformidad de tal gravedad que justifique acudir sin más preámbulos a una resolución del 
contrato. De la misma forma, aunque el vendedor quisiera forzar una resolución del contrato 
o una reducción del precio, el consumidor podría obligarle a pasar por las medidas primarias, 
pues es él el titular del ius electionis, siempre y cuando no hubiere una razón que impidiese ser-
virnos de ellas. Sin embargo, no hay que olvidar que nada impediría que las dos partes pactasen 
un remedio concreto para solventar el incumplimiento y que se sometiesen a él. Es decir, cabe 
plantearse la posibilidad de que tanto comprador como vendedor consideren como medida más 
adecuada, por ejemplo, la reducción del precio, puesto que, tal vez, el bien presenta un defecto 
de difícil reparación, pero sigue funcionando y el consumidor quiere conservarlo, y, aunque, en 
principio, habría que pasar por las medidas primarias (puede que sea perfectamente posible una 
sustitución), en realidad, no existiría la obligación de tener que ceñirse a ellas, siempre y cuando, 
como he dicho, ambas partes se pongan de acuerdo. 

74  STJUE 16 junio 2011, C–65/09 y C–87/09, Caso Weber GmbH/Jürgen Wittmer y Caso 
Ingrid Putz/Medianess Electronics GmbH.
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o desproporcionado en relación con el otro remedio disponible, sino que 
también el empresario podrá negarse a implementar la medida correctora 
elegida cuando la misma sea, por ejemplo, desproporcionada (implique 
un coste irracionalmente elevado en atención al valor de los bienes y la 
relevancia de la falta de conformidad) y sea la única posible75.

Por poner un ejemplo, la transposición española no lleva a confusión y, 
a nuestro parecer, es claro que el vendedor podrá negarse a la reparación y 
a la sustitución tanto si son imposibles o desproporcionadas, en la medida 
que, el art. 118.3 TRLGDCU indica lo siguiente: «El empresario podrá 
negarse a poner los bienes o los contenidos o servicios digitales en con-
formidad cuando resulte imposible o suponga costes desproporcionados, 
teniendo en cuenta todas las circunstancias». De hecho, el propio Consi-
derando 49 nos saca de dudas y sentencia sin ambages que: «El vendedor 
debe poder negarse a poner los bienes en conformidad si tanto la repa-
ración como la sustitución resultan imposibles o le imponen unos costes 
desproporcionados. El mismo principio debe aplicarse si la reparación o 
la sustitución resultara imposible y la medida correctora alternativa im-
pusiera al vendedor unos costes desproporcionados. Por ejemplo, cuando 
los bienes se encuentren en un lugar distinto a aquel en el que fueron 
entregados inicialmente, los costes de franqueo y transporte podrían ser 
desproporcionados para el vendedor».

La normativa sobre venta de bienes de consumo también introduce 
otros remedios que, de alguna forma, estarían fuera de la estructura je-
rárquica, que son el remedio de la suspensión del pago del precio y el re-
medio de la indemnización de daños y perjuicios. Sobre la suspensión del 
pago del precio, aunque no estuviera previamente regulada, la jurispru-
dencia la había admitido dentro de la exceptio no rite adimpleti contrac-
tus, en ese sentido, en una relación sinalagmática, nadie estaría obligado 

75  Coincide, G. Izquierdo Grau, El nuevo régimen, cit., p. 207. En el mismo sentido, se 
pronuncia la doctrina extranjera, véase A. De Francheschi, La vendita, cit., p. 137, y B.A. 
Koch, Das System der Rechtsbehelfe, en Das neue europäische Gewährleistungsrecht: Zu den 
Richtlinien (EU) 2019/771 über den Warenkauf sowie (EU) 2019/770 über digitale Inhalte und 
digitale Dienstleistungen (dir. J. Stabentheiner), Vienna, 2019, p. 185. Opina en sentido contra-
rio, J. Lete Achirica, Comentario al art. 118, en Comentarios al Texto Refundido de la Ley de 
Consumidores y Usuarios (dir. A. Cañizares Laso, coord. L. Zumaquero Gil), Tirant Lo Blanch, 
2022, p. 1725 s. Quien sostiene que el criterio del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, por 
lo que respecta a los bienes de consumo, ha sido considerar que existía un criterio de despropor-
cionalidad relativa, en cambio, el criterio de desproporcionalidad absoluta sí sería aplicable a los 
bienes con elementos digitales o al suministro de contenidos o servicios digitales aisladamente 
considerados. Sin embargo, en mi opinión, esta conclusión no se puede extraer, tal que así, de la 
literalidad se la norma, más aún, teniendo en cuenta su trasposición.
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a cumplir mientras la otra parte no hubiese cumplido. Por consiguiente, 
aplicado al caso concreto, cabría la posibilidad de que en una venta con 
precio diferido o a plazos, el comprador/consumidor no tuviera que llevar 
a cabo el desembolso del precio si el vendedor no había cumplido o había 
cumplido defectuosamente su obligación de entrega. Sobre esta cuestión, 
es interesante poner de relieve que el texto ahora habla de retención de 
parte del precio, este inciso ha sido interpretado por la doctrina italiana 
en el sentido de que el comprador podría moderar el pago del precio en 
atención al defecto que tuviese el bien, dando lugar a lo que podríamos 
denominar una reducción del precio invertida76.

La última de las medidas disponibles sería la indemnización de daños 
y perjuicios, el remedio indemnizatorio se encuentra desvinculado del 
texto de la Directiva 2019/771, habida cuenta de que la misma no entra a 
regular dicho remedio, solamente indica que el consumidor, ante la falta 
de conformidad podrá recurrir a esta medida, siendo perfectamente acu-
mulable a cualquiera de las otras. En consecuencia, si, por ejemplo, tras 
las reparaciones infructuosas de un vehículo, el consumidor solicita la re-
solución del contrato, este podrá acumular una indemnización de daños 
y perjuicios consistente en las pérdidas patrimoniales y podríamos pensar 
incluso morales, que haya sufrido por la incompetencia del vendedor de 
proporcionarle un bien conforme. Uno de estos daños podría ser los gas-
tos por pérdida de utilidad del vehículo, es decir, el consumidor podría 
solicitar el reembolso de los costes que un coche de sustitución le hubiese 
podido irrogar77.

5.3.1.  Expuesto lo anterior, si nos centramos en los elementos que 
pueden matizar la elección del consumidor (imposibilidad y despropor-
ción), la imposibilidad se ha entendido, generalmente, como la razón por 
la cual algunos objetos debido a sus características o la entidad del defecto 
no son susceptibles de reparación y, en el caso de la sustitución, el hecho 
por el cual el bien sea único y no sea posible dar otro igual (por ejemplo, 
bienes de segunda mano).

76  A. Venturelli, I remedi esperibili dal consumatore: il risarcimento del danno e l’exceptio 
inadimpleti contractus, en G. De Cristofaro (a cura di), La nuova disciplina della vendita 
mobiliare del codice del consumo, cit., p. 381.

77  A este respecto, Mª.P. García Rubio, Non conformity of Goods and Digital Content and 
its Remedies, in European Perspectives on the Common European Sales Law, Springer, Berlin, 
2015, p. 179. Defiende la idea de que es perfectamente posible reclamar una indemnización de 
daños y perjuicios por el retraso en la puesta en conformidad, siempre y cuando exista una 
relación de causalidad entre el mismo y el perjuicio sufrido.
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5.3.1.1.  La doctrina mayoritaria defiende que la imposibilidad que 
maneja la legislación comunitaria es una imposibilidad objetiva78. Es decir, 
no es objetivamente posible reparar el bien u obtenerlo de otra forma. De 
todos modos, parte de la doctrina considera que es posible modular esta 
circunstancia según la diligencia y comportamiento exigible al deudor, 
por lo que el vendedor se podría negar, simplemente, porque a él le resulta 
subjetivamente imposible79. Si bien, esto no impediría, en nuestra opinión, 
que el consumidor pudiera acudir a un tercero para que llevase a cabo la 
medida de saneamiento primaria, a costa del deudor original, siempre y 
cuando no implicase un coste desproporcionado en atención al valor del 
bien y la entidad de la falta de conformidad.

De todos modos, los interrogantes no acaban aquí, porque la pregunta 
será ahora determinar: ¿qué es que la medida imponga un coste despro-
porcionado? Podemos concluir que el valor del bien puede actuar como 
límite de la desproporción, es decir, aquella medida que supere el valor 
de mercado del bien o del valor de venta sería desproporcionado. No, en 
cambio, aquella que tenga en cuenta del valor de adquisición del vendedor, 
pues no se compadecería bien con el coste real que asume el consumidor.

La comodidad también podría ser un parámetro a tener en cuenta, ima-
ginémonos una medida que fuese muy complicada, aunque el coste en sí 
no fuese muy elevado, como podría ser una reparación que verdadera-
mente no implicase grandes costes, pero fuese técnicamente muy difícil, 
en el sentido que el vendedor no estuviese capacitado para poder realizarla 
o directamente que el riesgo de rotura del bien fuese elevado; o pensemos 
en un transporte desde un país lejano, que por diversas circunstancias no 
fuese costoso (tener un proveedor habitual, ser un país muy pobre, etc.), 
pero sí tedioso desde otro punto de vista más organizativo: problemas de 
aduanas, una guerra, poca seriedad/formalidad, entre otros aspectos.

78  «Esta imposibilidad en coherencia es objetiva, no subjetiva, y así lo ha entendido el Go-
bierno al redactar el art. 119 TRLGDCU, que, a diferencia del Legislador de 2003, se refiere 
expresamente a que la reparación o la sustitución sea objetivamente imposible para eliminarlas 
como alternativas», Á. Juárez Torrejón, La protección, cit., p. 317.

79  Véase, M. Castilla Barea, La nueva regulación, cit., p. 194, la autora hace referencia 
al supuesto de que un bien de imposible reparación deje de fabricarse y el vendedor no tenga 
más en el almacén, salvo que se sabe que hay uno en una tienda de Australia. Obviamente, este 
hecho haría que objetivamente la obligación de sustitución no fuera imposible, porque física-
mente existe un ejemplar en una tienda de nuestras antípodas, pero, lógicamente, la obligación 
de sustitución se volvería excesivamente onerosa haciendo que, en términos generales, fuera 
imposible (pensemos en una pequeña tienda de barrio). No obstante, a nuestro modo de ver, 
este supuesto podría reconducirse a un caso de desproporción, más que imposibilidad subjetiva.
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5.3.1.2.  Cualquiera que sea la forma de cumplimiento forzoso que se 
elija, la misma será gratuita. En ese sentido, siguiendo la línea de lo que 
ya en su día recogía el art. 120. a) TRLGCU (según la Directiva 1999/44), 
el nuevo art. 118.4.a) indica que: «Serán gratuitas para el consumidor o 
usuario. Dicha gratuidad comprenderá los gastos necesarios en que se in-
curra para que los bienes sean puestos en conformidad, especialmente los 
gastos de envío, transporte, mano de obra o materiales».

No obstante, una de las cuestiones que ha suscitado controversia en 
la interpretación de la Directiva fue si la gratuidad de la puesta en con-
formidad contemplaba también la retirada de los bienes a reparar y susti-
tuir cuando habían sido instalados correctamente a cargo del consumidor. 
Ciertamente, si la instalación hubiese sido a cargo del vendedor se podría 
entender implícitamente considerada en su obligación la retirada de los 
mismos, si después adolecían de una falta de conformidad, ya fuera por la 
propia instalación o por un defecto interno de los mismos.

Este supuesto se resolvió en la ya mencionada STJUE 16 junio 2011 
(Caso Weber), asuntos acumulados C–65/09 y C–87/09. El núcleo de 
la argumentación radica en considerar si, con sustitución, la Directiva 
se refiere únicamente a proporcionar un bien de reemplazo o, en cam-
bio, se incluyen también los gastos que puede ocasionar ese reemplazo. 
Finalmente, el TJUE concluye que es obligación del empresario la reti-
rada del bien defectuoso que hubiera sido instalado por el consumidor 
de buena fe y conforme a su naturaleza, así como asumir el coste de la 
nueva instalación.

5.3.1.3.  La presupuesta gratuidad de las medidas correctoras genera 
interferencias con la obligación del consumidor de poner los bienes a dis-
posición del vendedor, en la medida que, debido a las dimensiones del 
bien o las características de la transacción dicha obligación pueda con-
vertirse también en disuasoria para el consumidor. Esta cuestión puede 
ser parcialmente solucionada acudiendo al Caso Fülla80, en esta sentencia, 
el Tribunal de Luxemburgo indica que el lugar en el cual tiene que pro-
ducirse la puesta en conformidad será «aquel que resulte más adecuado 
para garantizar tal subsanación sin cargo alguno, en un plazo razonable y 
sin mayores inconvenientes para los consumidores dependerá de las cir-
cunstancias de cada caso», pero al mismo tiempo indica que «los Estados 
Miembros conservan la competencia para fijar el lugar en que los consu-
midores deban poner a disposición de los vendedores, para que se subsane 

80  STJUE 23 mayo 2019, C-52/18, Caso Christian Fülla/Toolport GmbH.
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con arreglo a dicho precepto su falta de conformidad, bienes adquiridos 
en una venta a distancia»81.

A decir verdad, esta indeterminación no ayuda mucho a clarificar la 
cuestión, pues, en defecto de voluntad manifiesta de las partes, las circuns-
tancias aplicables pueden ser muy cambiantes, como en el caso enjuiciado 
que se trataba de una carpa de cinco por seis metros. En ese sentido, la 
doctrina española ha considerado que: «Los bienes manejables podrían 
ser puestos a disposición del vendedor en su establecimiento comercial sin 
causar un inconveniente significativo al consumidor. Si debido a la natura-
leza del bien no está claro si entregar el bien en el establecimiento comer-
cial del vendedor causaría inconvenientes significativos al consumidor; 
este podría ponerlo a disposición del vendedor en su domicilio o, en caso 
de bienes como coches o veleros, en el garaje o puerto más cercano»82.

Las consideraciones anteriores nos tienen que hacer ver que, en ese senti-
do, sí que sería razonable que el consumidor tuviese que asumir un mínimo 
de molestia para, por ejemplo, llevar el bien de consumo al taller dónde deba 
ser reparado. Cosa distinta sería que, por ejemplo, al tratarse de una venta 
a distancia el coste o inconveniente que tuviese que asumir el consumidor 
fuese irrazonable. Por todo ello, aunque la STJUE indica que, en principio, 
no es obligación de los vendedores pagar por anticipado los gastos de trans-
porte en el supuesto de que el consumidor tuviese que, por alguna razón, en-
viar los bienes a su costa, la garantía de gratuidad implicaría que sí deberían 
hacerlo si «el pago por anticipado de dichos gastos por los consumidores 
constituya una carga tal que pueda disuadirlos de hacer valer sus derechos, 
extremo que corresponde comprobar a los tribunales nacionales»83.

5.3.1.4.  Además de lo anterior, las medidas correctoras «deberán lle-
varse a cabo en un plazo razonable a partir del momento en que el empre-
sario haya sido informado por el consumidor o usuario de la falta de con-
formidad» (sí que es nueva la referencia al momento en que el empresario 
haya sido informado) y «deberán realizarse sin mayores inconvenientes 
para el consumidor o usuario, habida cuenta de la naturaleza de los bienes 
o de los contenidos o servicios digitales y de la finalidad que tuvieran para 
el consumidor o usuario».

Esto nos tiene que hacer llegar a la conclusión de que la reparación de los 
bienes llevará más o menos tiempo en función de la complejidad de los mis-

81  Punto 45, STJUE 23 mayo 2019.
82  La solución a la que llega G. Izquierdo Grau, Análisis, cit., p. 6, es bastante lógica y 

razonable, y perfectamente podría haber sido incluida en la Directiva 2019/771.
83  Punto 56, STJUE 23 mayo 2019.
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mos. De igual manera, si para la sustitución o reparación del bien es necesaria 
la importación del mismo o de los materiales (ya sea porque el bien o sus 
piezas solo se fabrican en otro país)84. Por otro lado, el cómputo del plazo 
razonable dependerá, en mi opinión, de quién se tiene ocupar de la recogida 
del bien. En la medida que, si es el empresario, sí que se podrá entender que 
este plazo razonable se extenderá desde el momento en que se comunique la 
falta de conformidad al vendedor. Por el contrario, si es el consumidor quien 
debe encargarse de llevar el bien al taller, el plazo razonable comenzará a 
computarse desde el momento en que lo ponga a disposición del vendedor.

La referencia a la naturaleza de los bienes nos tiene que hacer pensar 
que, en función de las materias primas, complejidad del bien, e incluso los 
usos del comercio, la reparación o sustitución pueden tardar más o menos 
tiempo. De hecho, la doctrina ha querido ver en los usos del comercio un 
apoyo para poder objetivar cuanto más el mentado «plazo razonable»85. 
No obstante, aunque la objetivación del plazo nos da seguridad, puede 
que no sea lo único que tenemos que buscar, pues la finalidad que los bie-
nes tengan para el consumidor nos puede dar un enfoque mucho más sub-
jetivo al plazo86. Esto es, no es lo mismo que el bien adquirido en cuestión 
no cumpla ninguna necesidad urgente para el consumidor, pues se trate de 
un bien de mero recreo, que, en cambio, un automóvil que necesite para 
desplazarse o un ordenador que también pueda necesitar para trabajar. 
Esta subjetividad nos daría la pista de la velocidad que el consumidor pue-
de esperar a la hora de ver subsanada la falta de conformidad.

Cambiando de tercio, la expresión «sin mayores inconvenientes para 
el consumidor» plantea dudas respecto de su exacto significado. Princi-
palmente, por su confusa redacción en relación con la del conjunto del 
precepto en que se inserta. No puede significar que la reparación o sus-
titución no se haya llevado en un tiempo razonable, porque, en ese caso, 
este supuesto sería totalmente redundante87.

84  SAP Las Palmas, 19 enero 2016, que considera que no es desmesurada la espera de dos 
meses, habida cuenta de que se trata de una pieza específica (diferencial trasero) de un automó-
vil de la marca extranjera «Sangyong».

85  G. Izquierdo Grau, Análisis, cit., p. 1602, propone como ya lo hacía el CESL el plazo 
de 30 días. La búsqueda de la objetivación por medio de los usos del comercio se apoya en el 
hecho que la Convención de Viena también lo contemplaba como criterio de puesta en con-
formidad de los bienes. De forma que, los resultados de la aplicación de la misma nos podrían 
orientar en este punto.

86  En el mismo sentido, A. Ortí Vallejo, La Directiva 1999/44/CE: un nuevo régimen 
para el saneamiento por vicios en la compraventa de consumo, en Rev. pod. jud., 66, 2002, p. 220.

87  J.R. De Verda y Beamonte, Del saneamiento, cit., p. 2956. La doctrina ha considerado 
que inconveniente puede ser «cualquier irregularidad distinta al retraso», véase, M.J. Marín 
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Podríamos pensar, por ejemplo, en el caso de una reparación hecha en 
un vehículo, sin excesivas dilaciones, pero sin garantías de que no vuelva 
a reproducirse posteriormente, o seguida de otras averías, que, aunque no 
sean graves y sean rápidamente reparadas, puedan causar graves molestias 
al comprador (visitas al taller, privación del uso del vehículo durante los 
períodos de reparación, etc.). Generalmente, la doctrina ha querido ver 
en este inciso un derecho del consumidor a no verse obligado a tener que 
pasar por otra reparación o sustitución cuando no ha sido satisfactoria y 
no ha resuelto los problemas que acarreaba el bien; pues entienden que: 
«el consumidor no debería verse obligado, en contra de su voluntad, a 
soportar la repetición de la misma medida de saneamiento que ya se ha 
intentado»88. Eso sí, los inconvenientes, como dice la norma, deben ser 
«mayores», habrá inconvenientes que el consumidor sí deberá soportar, 
lo importante es que, si surge la falta de conformidad, esta sea corregida y 
el consumidor quede satisfecho.

5.3.1.5.  La STJUE 17 de abril de 2008, Caso Quelle89, planteó un asun-
to en la cual se discutía si era posible que el vendedor de un bien defec-
tuoso pudiera exigir una indemnización por el tiempo utilizado por parte 
del consumidor cuando este producto era sustituido. Todo ello a raíz de 
las dudas que el Considerando 15 de la Directiva 1999/44 había generado.

López, Las garantías en la venta de bienes de consumo en la Unión Europea: La Directiva 
1999/44/CE y su incorporación en los distintos Estados Miembros, I, Instituto Nacional de Con-
sumo, 2004, p. 174. No obstante, esa afirmación tiene el peligro de que la inconveniencia pueda 
convertirse en un cajón de sastre en el que cabe cualquier desilusión o frustración que se haya 
producido por la falta de conformidad, a este respecto, véase, J. Avilés García, Compraventa 
de bienes de consumo, en Tratado de Contratos (dir. R. Bercovitz Rodríguez–Cano), II, Valen-
cia, 2009, p. 1884.

88  Coinciden, Mª.J. Monfort Ferrero, La resolución de la venta de bienes de consumo, 
en Rev. bol. der, 27, 2019, p. 10, y M. Castilla Barea, La nueva regulación, cit., p. 222. Sin 
embargo, la misma doctrina también apunta, como he adelantado anteriormente, que no hay 
forma de aclarar con seguridad esta cuestión a la luz de la literalidad de la norma. De todos 
modos, la jurisprudencia respalda esta interpretación, habida cuenta de que la SAP A Coruña, 
25 enero 2007, apunta que «no puede obligarse al consumidor a una nueva sustitución o repa-
ración». Igualmente, la SAP Alicante, 18 diciembre 2009 en relación con la venta de un Land 
Rover Freelander en 2003 que había sufrido hasta ocho reparaciones en menos de un año, señala 
que el comprador no puede ser obligado «a soportar nuevas privaciones del uso del vehículo 
al tener que trasladarlo al taller proceder a sucesivas e indefinidas reparaciones, ni tampoco 
puede obligársele a la sustitución del vehículo por otro nuevo pues es comprensible su falta de 
confianza con ese modelo».

89  STJUE 17 abril 2008, C–404/06, Caso Quelle AG/Bundesverband der Verbraucherzen-
tralen und Verbraucherverbände.
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De todos modos, el TJUE puso de relieve que la previsión contenida 
en el Considerando 15 de la Directiva 1999/44 tenía un sentido propio, 
pero no el que se planteaba en el asunto en cuestión, lo que viene a decir el 
TJUE es que el precepto no está hablando de la sustitución propiamente 
dicha, sino que habla de una restitución. De hecho, su segunda parte se 
refiere a las «modalidades de resolución de los contratos».

Qué quiere decir esto, pues seguramente que aquello a lo que se abría 
puerta, y se sigue abriendo, es que los vendedores puedan reducir en parte 
la cantidad que deben restituir al consumidor por la resolución del contra-
to, debido al uso que hubieran hecho del bien, en aplicación del principio 
de restitución recíproca de las ventajas obtenidas, que no es exactamente 
lo mismo. Por tanto, lo que no se puede defender es que la norma «faculta 
a los Estados miembros a tener en cuenta, en todas las situaciones en las 
que lo deseen, incluida la de una simple solicitud de sustitución […], el 
uso que el consumidor ha hecho de un bien no conforme»90.

5.3.2.  No siempre las medidas primarias van a satisfacer el interés del 
comprador producida la falta de conformidad. Como ya hemos visto, el 
vendedor podrá vetar la elección del consumidor respecto de las medidas 
primarias cuando estas sean imposibles o desproporcionadas, asimismo, 
si la falta de conformidad es de considerable gravedad, el consumidor, si 
así lo desea, podrá acudir directamente a una resolución del contrato o 
reducción del precio, sorteando la aplicación de los remedios primarios. 
Junto con estas circunstancias, la Directiva 2019/771 y su texto de trans-
posición incluyen otros supuestos que permitirían al consumidor acudir 
a los remedios subsidiarios, principalmente cuando las medidas primarias 
hayan sido infructuosas.

El primero y más obvio es que el empresario, una vez instada la medida 
primaria correspondiente, ya sea la reparación, ya sea la sustitución, no 

90  Sobre esta cuestión, véase Y.M. Atamer, Replacement of nonconforming goods «free 
of charge»: is there a need to differentiate between B2B and B2C sales contracts, in Unif. L. 
Rev., 25, 2020, p. 77, quien entiende que podría exigirse una compensación si ha habido un 
uso anormal del bien, esta postura estaría en parte respaldada por la STJUE 3 septiembre 2009, 
C-489/2007, Caso Pia Messner/Firma Stefan Krüger, que admitió la posibilidad de que se pu-
diera reclamar una compensación al consumidor por «el uso de dicho bien de un modo incom-
patible con los principios de Derecho Civil, como la buena fe o el enriquecimiento sin causa, 
siempre que no se menoscabe la finalidad de dicha Directiva y, en particular, la eficacia y la 
efectividad del derecho de recisión, extremo que deber determinar el juez nacional». De todos 
modos, no hay que perder de vista que un uso no conforme podría hacer decaer el requisito de 
preexistencia de defecto y que, en consecuencia, no pueda calificarse el defecto como falta de 
conformidad, por lo que no habría responsabilidad del vendedor. 
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la lleve a término, porque no pueda, no quiera, o no la haga en un plazo 
razonable y sin mayores inconvenientes (art. 119.b) TRLGDCU). Por 
tanto, no sería necesario esperar a que el empresario muestre su incapaci-
dad ante la reparación y que esta no haya podido solucionar el problema 
del que adolecía el bien, sino que simplemente bastaría que haya transcu-
rrido un plazo razonable desde la solicitud de reparación o sustitución y 
el vendedor no haya finalizado la misma, para poder acudir a los remedios 
subsidiarios.

El segundo supuesto, relacionado con ello, sería que, efectuada la 
puesta en conformidad, vuelva a reaparecer la misma o surja una nueva 
falta de conformidad, es decir, no ya que una vez el bien, por ejemplo, sea, 
en principio, reparado se demuestre que la falta de conformidad no ha 
podido ser solucionada, sino que surja cualquier otro nuevo defecto (art. 
119.d) TRLGDCU). Estas consideraciones nos llevarían a preguntarnos 
si el consumidor está obligado a soportar más de una reparación sobre el 
adquirido. Parte de la doctrina afirma que la interpretación más acorde 
con el espíritu de la Directiva sería que el consumidor no está obligado a 
pasar por dos reparaciones sobre el mismo bien. No obstante, esto habría 
que ponerlo en relación con el Considerando 52 que, en su último inciso, 
sostiene que sí podría defenderse que el vendedor pueda reparar dos veces 
un bien caro y complejo. Pensemos en un automóvil, el cual seguramente 
debe sufrir más de una reparación en su vida útil.

El tercer supuesto sería que el vendedor haya declarado o así se depren-
da de las circunstancias que no va a poner lo bienes en conformidad en un 
plazo razonable y sin mayores inconvenientes (art. 119.f) TRLGDCU). 
Aquí la Directiva ofrece una perspectiva diferente, no solo se podrá acu-
dir a las medidas subsidiarias cuando las primarias no se lleven en plazo 
razonable o sin mayores inconvenientes, sino también cuando sea posible 
determinar ex ante que este extremo no va a tener lugar. ¿Cuándo se va a 
poder establecer con claridad esto? La verdad es que no es tarea fácil y, a 
menos que sea el propio empresario el que lo manifieste previamente, no 
se trata de algo que sea sencillo de concluir. Podría darse esta circunstancia 
cuando el vendedor a la vista de la falta de conformidad advierta que no 
va a poder reparar el bien o sustituirlo en un plazo prudencial, ya sea por 
propia incapacidad o simplemente porque no tiene su alcance los medios 
necesarios.

5.3.2.1.  Una vez expedita la vía para solicitar los remedios subsidiarios, 
el primero que puede resultar de gran interés para el comprador puede ser 
la resolución del contrato, en la medida que, seguramente, habrá tenido 
lugar una frustración del interés contractual al no haber podido poner en 
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conformidad el bien adquirido. Esta resolución contractual es unilateral y 
recepticia, asimismo, de acuerdo con la doctrina jurisprudencial existente 
en la materia puede ser ejercida de manera extrajudicial91.

De todos modos, cabe destacar que para poder acudir a dicha resolu-
ción contractual el defecto no puede ser de «escasa importancia». Inevi-
tablemente, la elección de un criterio como el mencionado para discernir 
si procede o no la resolución nos aboca a una gran imprecisión. Parte de 
la doctrina se inclina a pensar que para establecer la gravedad de la falta 
de conformidad podemos valernos de los mismos criterios que se utilizan 
para la determinación de la misma, sin embargo, otro sector entiende que 
no son válidos para cumplir dicha función y, por tanto, el juzgador deberá 
interpretar el contenido contractual y analizar todos los elementos de la 
situación tanto los objetivos como los subjetivos92.

Igualmente, concretar el concepto de escasa importancia implica una 
tarea adicional93. La conclusión más razonable, por la que se inclina la 
doctrina, es entender que hay todo un abanico de situaciones entre las 
que se comprende la gravedad y la levedad. Principalmente, por dos mo-
tivos, primero porque es el que más protección le otorga al consumidor 
y, en segundo lugar, porque coincide más con el espíritu de la Directiva 
de intentar que ninguna falta de conformidad quede fuera del ámbito de 
aplicación de la misma.

Por lo que respecta a los efectos de la resolución, la Directiva 2019/771 
no aclara mucho al respecto. No obstante, la transposición española mejo-
ra sustancialmente esta indeterminación. Mientras que la norma europea 
solamente señalaba que el consumidor restituirá a expensas del vendedor 
el bien y que este último reembolsaría al primero el precio una vez recu-

91  L.P. San Miguel Pradera, Resolución del contrato por incumplimiento y modalidades 
de su ejercicio, Colegio de Registradores de la Propiedad y Mercantiles de España, Madrid, 
2004, p. 353 ss. Sobre el ámbito concreto que nos ocupa, G. Izquierdo Grau, Análisis, cit., p. 
241, la declaración se debe: «comunicar de forma fehaciente al vendedor su voluntad de resolver 
el contrato debido al incumplimiento de sus obligaciones contractuales, lo que debería realizar-
se de forma escrita y con acuse de recibo a efectos probatorios».

92  Como representante de la primera postura encontramos a A. Ortí Vallejo, La Directi-
va, cit., p. 186 s., quién afirma que: «En cuanto a los criterios para determinar la menor entidad 
de la falta de conformidad a los efectos que nos ocupan, no parece que puedan ser otros que 
los que vimos en el Capítulo II que servían para determinar la existencia de éstas, a los que nos 
remitimos. O sea, que la menor gravedad de la falta es también relativa como el defecto mismo». 
En sentido contrario, M. Castilla Barea, La nueva regulación, cit., p. 226 s.

93  A. Ortí Vallejo, o.u.c., p. 184 s., se hace la misma pregunta, concluyendo que «el de-
fecto no sea de escasa importancia, obviamente, no es lo mismo que exigir que sea grave». En 
términos similares se pronuncia, G. Izquierdo Grau, Análisis, cit. p. 1626 ss.
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perado el mismo o, al menos, una prueba de su recepción, el TRLGDCU 
precisa que la restitución de las prestaciones deberá hacerse sin demoras 
indebidas y, en todo caso, en el plazo de 14 días (art. 119 quater.1 TRLG-
DCU), desde la notificación de resolución en el caso del comprador y, 
desde la recepción de los bienes (o prueba de ello), en el caso del vende-
dor (art. 119 ter. 4.a TRLGDCU). Como también que deberá utilizarse el 
mismo método de pago utilizado para llevar a cabo el reembolso (art. 119 
quater.2 TRLGDCU).

Lo anterior se traduciría en que, una vez instada la resolución, el con-
sumidor deberá restituir al vendedor los bienes adquiridos en el menor 
plazo posible (como máximo 14 días), devolución que deberá hacerse a 
expensas del empresario para mantener la gratuidad de las medidas co-
rrectoras, por lo que tendrán aquí aplicación todas las consideraciones 
efectuadas anteriormente en relación a los remedios primarios. En con-
secuencia, podría darse el caso que el vendedor tuviera que asumir los 
costes de devolución de los bienes si así lo exigen las circunstancias (art. 
119 quater.3 TRLGDCU).

Devueltos los bienes al vendedor, este deberá proceder al reembolso 
del precio, que tendrá que hacerse a través del mismo método de pago que 
usó el comprador para adquirir los bienes. Por tanto, si el consumidor uti-
lizó una tarjeta de crédito, deberá recibir un reembolso en su cuenta co-
rriente y no podrá ser obligado a aceptar dinero en efectivo. Igualmente, 
dicho reembolso deberá ser sin demoras indebidas y en un plazo máximo 
de 14 días, pero aquello a que obliga a realizar sin demora al vendedor es la 
ejecución de la orden de reembolso, por lo que las condiciones aplicables 
a cada caso podrán variar en mayor o menor medida.

El régimen de legal actual de la compraventa de bienes de consumo 
contempla también una modalidad de resolución parcial que, a su vez, se 
desdobla en dos supuestos diferentes: La verdadera resolución parcial y 
un supuesto de resolución total por caso de disconformidad parcial. Esto 
es, el art. 13 de la Directiva 2019/771, permite resolver el contrato de com-
praventa respecto de los bienes disconformes, pero también la totalidad si 
no se puede razonablemente esperar que el consumidor conserve solo los 
bienes conformes94. La norma no aclara el motivo objetivo o subjetivo por 
la que tiene lugar la compraventa de varios bienes a la vez, de forma que 

94  Véase art. 119.ter.3 TRLGDCU: «Cuando la falta de conformidad se refiera sólo a algu-
nos de los bienes entregados en virtud del mismo contrato y haya motivos para su resolución, 
el consumidor o usuario podrá resolver el contrato sólo respecto de dichos bienes y, en relación 
con cualesquiera de los otros bienes, podrá resolverlo también si no se puede razonablemente 
esperar que el consumidor o usuario acepte conservar únicamente los bienes conformes».
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podría corresponderse tanto a una venta en globo o a tanto alzado, como 
también podría amparar una compraventa meramente eventual, es decir, 
una adquisición por internet de varios productos a la vez.

La doctrina ha puesto ejemplos de compraventa de muebles o bienes 
para el hogar en el cual la falta de conformidad de uno podría comprome-
ter el todo. Por lo que, sí se podría defender la tesis de que solo procede el 
supuesto de la redhibición total cuando exista una razón estética, econó-
mica o funcional que haya justificado la compra conjunta95.

Igualmente, es significativa la mención de «haya motivos» que hace 
el precepto estudiado, lo que nos llevaría a considerar que se tienen que 
cumplir los mismos requisitos que anuda la legislación de consumo a la 
resolución del contrato. Por tanto, si uno de los bienes está aquejado de 
una falta de conformidad, a priori, procederá el intento de reparación o 
sustitución. De la misma forma, si falta uno de los bienes, en principio, 
parece que inicialmente habría que solicitar su entrega en un plazo ra-
zonable. Más conflictivo puede ser el supuesto de que la gravedad de la 
falta de conformidad justifique la resolución del contrato, esto es, pue-
de ser que uno de los bienes adquiridos tenga una falta de conformidad 
significativa que justifique la resolución por sí mismo, en cuyo caso no 
se podría negar la resolución parcial, pero podría ser discutible que se 
pudiese justificar la resolución total del contrato si respecto del conjunto 
tiene escasa importancia96. Eso sí, sería perfectamente posible acudir a la 
resolución total del contrato cuando respecto a la totalidad la disconfor-
midad de algunos bienes sea grave, ya sea por su entidad o por la cantidad, 
imaginemos que solo se entregan unos pocos bienes de todos aquellos que 
se deberían haber entregado por el contrato.

En cuanto a cómo operaría esta resolución parcial del contrato, auto-
rizada doctrina señala que no habría problema en articular una especie de 
pseudoresolución (el término es mío), que de alguna forma combinase el 

95  P. Gutiérrez Santiago, Estándares legales de falta de conformidad. en la compraventa 
de consumo: experiencias judiciales, en Tratado de la compraventa. Homenaje a Rodrigo Ber-
covitz (dir. Á. Carrasco Perera), Cizur Menor, 2013, p. 9, habla de bienes que compongan una 
unidad estética como un dormitorio, un salón, etc. En los mismos términos, M. Castilla Ba-
rea, La nueva regulación, cit., p. 244, se refiere a un conjunto de mobiliario compuesto por un 
sofá, un sillón y una mesa, en el cual la falta de conformidad de uno de ellos podría justificar 
la resolución del todo, pues no habría razón para conservar todos los bienes, si no es posible 
obtener el efecto estético deseado.

96  L. Arnau Raventós, Remedios, cit., p. 93, pone el ejemplo de la compraventa de 500 bolígra-
fos y uno no escribe o no tiene tinta. Obviamente, el consumidor debería tener acceso a los remedios 
por falta de conformidad respecto del bolígrafo en cuestión, incluso los secundarios, pues el defecto 
no es leve. Pero sería absurdo que se pudiese resolver la totalidad del contrato por esta circunstancia.
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efecto de la resolución con la reducción del precio. En otras palabras, que 
tuviera lugar una aplicación conjunta de la acción de resolución como de 
la reducción del precio en los supuestos de resolución parcial stricto sensu, 
es decir, en los casos en los cuales el comprador desea conservar parte de 
los bienes adquiridos. Simplemente porque la falta o disconformidad de 
ciertos bienes desmerezca el conjunto97.

Finalmente, independientemente de los motivos que hayan desencade-
nado la resolución, pueden surgir dudas en torno al precio a devolver, es 
decir, si es posible que el vendedor reduzca el importe en atención al uso 
que ha hecho el consumidor del bien. A pesar de que ya hemos manifes-
tado con anterioridad que no es exigible una indemnización por el uso 
normal del bien, cuando tratábamos una simple sustitución de los bie-
nes, cabe destacar que por lo respecta a las modalidades de resolución del 
contrato, el TJUE no niega que pueda tener lugar en algunos casos bajo 
el principio de restitución recíproca de las ventajas obtenidas. De hecho, 
alguna sentencia señala que «a ese importe hay que reducirle un 20%, 
cantidad que se estima prudencialmente como acorde con el tiempo en 
que se ha utilizado el vehículo, teniendo en cuenta que el uso durante ese 
período de tiempo no ha sido el idóneo para un vehículo de las caracterís-
ticas del adquirido, y que se han ocasionado múltiples molestias e inco-
modidades»98. Cosa distinta, sería el hecho de que el bien haya sufrido un 
daño por acción u omisión del comprador, en cuyo caso, sí que podríamos 
concluir sin muchas dudas que el vendedor deducirá parte del importe a 
devolver por dicha circunstancia.

5.3.2.2.  El otro remedio subsidiario que está al alcance del consumidor 
es la reducción del precio, este remedio se caracterizaría por ser más par-
tícipe del principio de conservación de los contratos, en la medida que el 
consumidor, de escoger este remedio, decidiría continuar con la relación 
contractual a pesar de los defectos que presente el bien vendido. Asimismo, 
esta medida correctora puede llegar a tener un papel más preponderante, 
habida cuenta de que no estaría sujeta a ningún tipo de condición, a dife-
rencia de la resolución del contrato que no podría ejercitarse ante defectos 
de escasa importancia. Cabe destacar que, en el caso de los remedios sub-
sidiarios, el ius electionis del consumidor no ser vería tan afectado, pues 
salvo lo referente a la entidad del defecto, el vendedor no podría negarse a 
la medida escogida alegando la imposibilidad o desproporción del remedio.

97  L. Arnau Raventós, Remedios, cit., p. 95.
98  SAP Castellón, 28 noviembre 2005.
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Como se puede observar, la acción de reducción que contempla tanto 
la Directiva como el texto de trasposición es una acción de reducción del 
precio proporcional al valor del bien. Un matiz que no aclaraba el texto de 
la Directiva 1999/44 y seguía abonando planteamientos jurisprudenciales 
erróneos sobre la misma99. Asimismo, hace referencia al valor en el mo-
mento de entrega, no al valor que tuviese en el momento de celebración del 
contrato. Este método de cálculo se corresponde con el que la doctrina ha 
denominado «método Viena» o «modelo Viena», pues se corresponde con 
el sistema que propugna desde sus inicios la CISG en su art. 50 (no solo la 
CISG sigue este sistema sino también el III. – 3:601 del DCFR, el art. 9:401 
PECL y el art. 541-11 de la Propuesta de Código Civil de la Asociación 
de Profesores)100. La característica principal de este sistema es que sigue un 
criterio proporcional para la rebaja de precio, atendiendo a la pérdida ob-
jetiva del valor del bien de haber sido conforme. No obstante, el principal 
problema que presenta es que no acaba de precisar cómo determinar el va-
lor objetivo de dicho bien. Dicho en otras palabras, ¿se trata del valor de 
mercado? o ¿del precio que pagó? La doctrina señala que el valor objetivo 
del bien debe identificarse necesariamente con el valor de mercado, de lo 
contrario se quebraría la finalidad del «método proporcional»101.

5.3.3.  Es importante señalar que junto con el resto de remedios dispo-
nibles por una falta de conformidad se puede solicitar también cumulati-
vamente el resarcimiento de los daños y perjuicios provocados por dicha 
falta de conformidad y que no estén cubiertos por las medidas ejercita-
das102. Así, por ejemplo, si instada la puesta en conformidad, esta no se 
toma en consideración por parte del empresario en un plazo razonable, lo 
que conduce al consumidor a ejercitar la resolución del contrato, cabría la 

99  Los gastos de reparación pueden englobarse en el damnum emergens de la acción de 
indemnización de daños y perjuicios, pero no se corresponden a la reducción de precio, pues 
la misma parte de la premisa que el comprador acepta el bien con sus defectos, pero al mismo 
tiempo supone que el bien tenga menos valor del que pagó por él. Véase, SAP Huesca, 7 mayo 
2008 y SAP Castellón, 19 enero 2009.

100  Para ayudarnos en la aplicación de este método de cálculo nos puede servir de gran ayu-
da el trabajo que realiza A. Ferrante, Nuevas tendencias en la reducción de la cuantificación 
del precio, en Rev. InDret, 4, 2011, p. 8 s., en él explica que «precio reducido (PRE) es igual al 
valor del bien no conforme multiplicado por el precio de compra (PC), dividido por el valor 
objetivo del bien como si fuera conforme en el momento de la entrega (VOE). Es decir, el precio 
reducido (PRE) es igual a (VNC*PC) /VOE».

101  A. Ferrante, o.u.c., p. 13 s., a pesar de que, en ocasiones, la jurisprudencia lo relacione 
con el precio de compra.

102  Art. 117 TRLGDCU, como también Considerandos 18 y 61 Directiva 2019/771.
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posibilidad de que, en atención la inacción del vendedor, el consumidor 
acumulase un resarcimiento de los daños y perjuicios por el tiempo que se 
ha visto privado del bien, ya que, tal vez, dicho bien cubría una necesidad 
importante del comprador, como puede ser un automóvil.

Las mismas consideraciones se podrían trasladar a otro supuesto si-
milar, en el cual lo que sucede es que tras varios intentos de reparación 
el bien en cuestión no consigue nunca estar en conformidad, por lo que, 
instada la resolución del contrato, el consumidor solicita el resarcimiento 
de los daños y perjuicios sufridos por la pérdida de utilidad del bien, en 
atención al largo período de tiempo del que estuvo privado del mismo103.

Una de las características principales de la indemnización de daños y 
perjuicios por falta de conformidad es que no se encuentra expresamente 
regulada por la Directiva 2019/771, al igual que acontecía con la Directi-
va 1999/44. En consecuencia, pueden surgir dudas sobre qué normativa 
debe ser aplicada cuando se ponga en práctica, que, a falta de más indi-
cación, será la correspondiente del Estado Miembro en cuestión. Por lo 
que respecta a España, la doctrina más autorizada ha reinterpretado la 
responsabilidad contractual en clave de responsabilidad objetiva, por ello, 
parece razonable pensar que acaecida la falta de conformidad será posi-
ble reclamar los daños derivados del incumplimiento del vendedor si el 
comprador acredita los mismos junto con su causalidad104. De modo que, 
el vendedor solo podrá exonerarse de aquellos daños que demuestre que 

103  Las SSAP Madrid, 15 septiembre 2017 y Tarragona, 20 febrero 2019 condenaron al de-
mandado al pago de una indemnización de daños y perjuicios en atención, entre otros extremos, 
a los trastornos que le provocaron al consumidor las anomalías que presentaban los vehículos, 
no constando, en ningún caso, que se le proporcionara un coche de sustitución al mismo. Por 
otra parte, la SAP Navarra, 27 diciembre 2012, concedió una indemnización por daño moral de 
2.000 € a causa del perjudicial impacto anímico que tuvieron las constantes averías en la consu-
midora, las cuales se prolongaron durante largo tiempo. 

104  F. Pantaleón Prieto, El sistema de responsabilidad contractual (Materiales para un 
debate), en An. der. civ., 44, 3, 1991, p. 1064 ss. Coincide N. Fenoy Picón, El sistema de protec-
ción del comprador, Colegio de Registradores de la Propiedad y Mercantiles de España, Madrid, 
2006, p. 803, F.J. Sánchez Calero, La obligación de saneamiento por vicios o gravámenes 
ocultos y la Ley de garantías en la Venta de Bienes de Consumo (Ley 23/2003, de 10 de julio), 
en La compraventa: Ley de Garantías (dir. J.P. Aguirre Zamorano), Cuadernos de Derecho 
Judicial, CGPJ, Madrid, 2006, p. 69 s., y Á. Juárez Torrejón, El remedio indemnizatorio en la 
compraventa de bienes de consumo, en Rev. der. priv., 3, 2014, p. 13 señalan que el deudor debe 
responder no cuando se dé culpa o dolo, sino solo cuando no se pueda exonerar ex art. 1.105 
CC. En contra, P. Martín Aresti, Las garantías de los productos de consumo, Navarra, 2010, 
p. 178 s., para quién los daños deben ser imputables a la negligencia del vendedor para que el 
incumplimiento genere la obligación de indemnizar.
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tuvieron lugar por caso fortuito o fuerza mayor (art. 1.105 CC), esto es, 
que se encontraban fuera de su ámbito de control y que eran imprevisibles 
o, aun siendo previsibles, eran inevitables105.

6.  Por lo que se refiere a la garantía comercial y el servicio postventa, 
hay que manifestar la especial fijación por la durabilidad de los bienes, 
en consonancia con lo dispuesto en la Exposición de Motivos del Real 
Decreto de trasposición, puesto que se hace hincapié en la Resolución de 
25 de noviembre de 2020 del Parlamento Europeo: «Hacia un mercado 
único más sostenible para las empresas y los consumidores». De hecho, 
esta circunstancia se puede observar en el nuevo art. 127.1 TRLGDCU 
(de conformidad con el art. 17 Directiva) que pone especial énfasis en 
la vinculatoriedad de la eventual garantía de durabilidad durante todo el 
período que se determine tanto a la reparación como a la sustitución, aña-
diendo que la publicidad será igualmente vinculante a menos que se haya 
corregido. Del mismo modo, se señala en el art. 127.3.a) TRLGDCU que 
deberá haber una indicación precisa del derecho a las medidas correctoras 
y a la gratuidad de la puesta en conformidad.

En cuanto al servicio postventa, se incrementa a un total de diez años 
el plazo por el cual el empresario debe tener repuestos desde que el bien 
deje de fabricarse (art. 127 bis.1 TRLGDCU). Por el contrario, se redu-
ce a solo un año el plazo de prescripción del derecho del consumidor a 
recuperar el bien después de su entrega para la reparación (art. 127 bis.3 
TRLGDCU). Como sabemos, el hecho de que el único responsable que se 
establezca en vía directa según la legislación de consumo sea el vendedor, 
no obsta a que por vía convencional se pueda ampliar la garantía a otros 

105  «Debe tenerse en cuenta que si bien a tenor del régimen jurídico de responsabilidad del 
vendedor por falta de conformidad, éste se concibe como un sistema de responsabilidad de na-
turaleza objetivo, en el que la culpa o negligencia del vendedor no posee relevancia alguna. Pues 
bien, si la acción de daños y perjuicios se configura como una de las consecuencias del incum-
plimiento contractual calificado en virtud del juicio de responsabilidad como idóneo para gene-
rarlas, será una más del conjunto de medidas que el acreedor dispone ante el mismo en defensa 
de su derecho, de manera que este juicio de responsabilidad debe formularse de forma idéntica 
para todas estas medidas, también para la indemnización de daños y perjuicios. Entonces, en 
los casos de falta de conformidad, el éxito de la acción acumulada de indemnización de daños y 
perjuicios experimentados por el consumidor/comprador requerirá la prueba de la existencia de 
los daños y perjuicios (art. 1.106 CC) y de la relación causal con el incumplimiento (art. 1.101 
CC), resultando de aplicación las previsiones de los arts. 1.103 y 1.107 CC». Véase, J.M. Busto 
Lago, Comentario del artículo 21 TRLGDCU, en Comentario del Texto Refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias (Real 
Decreto Legislativo 1/2007), (coord. R. Bercovitz Rodríguez-Cano), Pamplona, 2009, p. 299 s.
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sujetos. Concretamente, al productor, quien puede ofrecer una garantía de 
durabilidad sobre los bienes que fabrica. Asimismo, la garantía comercial 
puede operar desde el lado del vendedor, mejorando las condiciones que 
la ley le exige imperativamente sobre los productos que comercializa106.

Por este motivo la garantía comercial responde a los principios de vo-
luntariedad y complementariedad. Voluntariedad en el sentido de que la 
garantía comercial es una opción a la que se puede acoger el consumidor 
por la mera voluntad del oferente de mejorar las condiciones que la ley 
exige a los bienes que comercializa y, complementariedad, pues como se 
dice la oferta de la misma no hace más que suponer un plus a lo que ya 
otorgan las disposiciones legales107.

Esta garantía se puede ofrecer gratuitamente o a cambio de una contra-
prestación108. No es extraño que ciertos comercializadores de bienes que, 
a su vez, son los productores la utilicen en la práctica, con el objetivo de 
fidelizar a los clientes o buscar que les compren directamente los produc-
tos. Eso sí, al igual que la garantía legal, la garantía comercial se somete 
a la armonización plena de la Directiva 2019/771, pues el legislador de la 
Unión Europea también busca que dicha garantía se acomode a una serie 
de normas a pesar de su origen puramente contractual y no legal.

106  El aumento de la protección que le otorga la ley al comprador no es una novedad de 
la legislación de consumo, pues ya con la regulación del Código Civil era perfectamente posi-
ble realizar un acuerdo con base en el art. 1.255 CC que le permitiera al mismo obtener unas 
mejores condiciones de las que le ofrecía, por ejemplo, el art. 1.490 CC. De hecho, es posible 
encontrar jurisprudencia donde se evidencia que se había otorgado al comprador una garantía 
de buen funcionamiento, por la cual podía incluso reclamar la reparación o sustitución del bien 
vendido, véase, en este sentido, SSAP Asturias, 22 febrero 2000, Baleares, 10 octubre 2000 y 
Almería, 29 enero 2003.

107  J. Gutiérrez de Cos, La protección, cit., p. 147. Véase, S. Cherti, Le garanzie commer-
ciali, en G. De Cristofaro (a cura di), La nuova disciplina della vendita mobiliare del codice 
del consumo, cit., p. 417 ss. La doctrina se ha planteado si es posible que se ofrezcan otro tipo de 
garantías que no se refieran necesariamente a la durabilidad de los bienes, circunstancia a la que 
no habría obstáculo de la interpretación de la normativa europea, véase, M. Castilla Barea, 
La nueva regulación, cit., p. 377.

108  El carácter oneroso o gratuito de la garantía comercial puede ofrecer algunos interrogan-
tes sobre su carácter contractual o no. Cuando se trata de una garantía a cambio de una contra-
prestación no hay duda de su naturaleza contractual, que puede derivar de los artículos 1.254 
y 1.261 CC. Sin embargo, cuando es gratuita esto se puede solventar acudiendo al art. 1.089 
CC, entendiendo que se trata de una oferta ad incertam personam, de modo que, la vinculación 
del productor surgiría de su declaración de voluntad unilateral sin necesidad de que haya una 
aceptación simultánea o previa al contrato. Por tanto, en ambos casos, el incumplimiento de la 
garantía comercial se consideraría un incumplimiento contractual con las consecuencias del art. 
1.101 y ss. del Código Civil.
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Asimismo, el art. 127. 2 TRLGDCU exige que la garantía se entregue 
en un soporte duradero, lo que supone una importante mejora respecto 
de la Directiva 1999/44, ya no es necesario que el consumidor solicite 
por escrito o en soporte duradero y accesible la garantía comercial. La 
propia norma lo exige a todos los productores o vendedores. Igualmente, 
la garantía debe estar redactada de forma «clara y compresible». A conti-
nuación, siguiendo lo dispuesto en el art. 17.4 Directiva 2019/771, el art. 
127.2 TRLGDCU dispone que la garantía comercial «estará redactada, al 
menos, en castellano y en su caso, a petición de cualquiera de las partes, 
deberá redactarse también en cualquiera de las otras lenguas oficiales en 
el lugar de celebración del contrato». Esto, a mi modo de ver, implica 
un reconocimiento de los derechos lingüísticos que existen en España de 
forma que, si el consumidor lo exige, el empresario deberá no solo pro-
porcionarle la garantía comercial en castellano, sino también en catalán, 
valenciano, gallego o euskera.

Por último, el art. 127.3 TRLGDCU transcribe una lista de requisitos 
que debe presentar el contenido de la garantía comercial, como es el nom-
bre y la dirección del garante, el procedimiento que debe seguir el consu-
midor para aplicar la misma, los bienes sobre los que recae la garantía co-
mercial y, especialmente, las condiciones que presente como su duración 
y alcance territorial. Lo más destacable es que el inciso final señala que el 
incumplimiento de alguno de estos apartados no implicará la pérdida del 
derecho a reclamar la garantía comercial, lo que es lógico, pero eso no im-
pide que, entonces, puedan surgir obstáculos para su correcta exigencia. 
Algunos de los aspectos reseñados podrán integrarse con más facilidad 
como la dirección del garante, que se puede averiguar, o el procedimiento 
para exigir las medidas correctoras que podría ser el mismo que existe con 
la garantía legal. Sin embargo, más dificultad puede presentar el plazo de 
duración de la misma, si no se señala expresamente.

Abstract

El presente artículo tiene como objeto exponer de forma completa y sintética 
el actual régimen legal aplicable a las compraventas de bienes de consumo. Para 
ello, primeramente, se describen las características principales del texto europeo 
que actualmente ha modificado esta normativa, la Directiva 2019/771, como tam-
bién su ámbito de aplicación. Igualmente, se trata de delimitar el incumplimiento 
del vendedor, el cual gira, principalmente, en torno al concepto de falta de con-
formidad. Asimismo, se analizan de forma sistemática los distintos remedios al 
alcance del consumidor, en caso de que el empresario no cumpla con su obliga-
ción de entregar bienes conformes al contrato. Por último, se recoge la posibili-
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dad de que el vendedor pueda otorgar una garantía comercial u otro sujeto, como 
puede ser el fabricante.

The purpose of this article is to present, in a comprehensive and concise man-
ner, the current legal framework applicable to the sale of consumer goods. To this 
end, the main characteristics of the European text that has recently modified this 
regulation, Directive 2019/771, are first described, along with its scope of appli-
cation. Likewise, an effort is made to define the seller’s breach, which primari-
ly revolves around the concept of lack of conformity. Furthermore, the various 
remedies available to the consumer, in the event that the business fails to fulfill 
its obligation to deliver goods in conformity with the contract, are systematically 
analyzed. Finally, the possibility is considered that the seller or another party, 
such as the manufacturer, may offer a commercial guarantee.


